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INTRODUCCIÓN
Las mujeres y niñas con discapacidad se encuentran en una especial situación 
de vulnerabilidad frente a la violencia de género. Así, es ilustrativo que Naciones 
Unidas haya reconocido que, en comparación con las mujeres sin discapacidad, las 
mujeres y niñas con discapacidad tienen el doble de probabilidades de ser víctimas 
de violencia doméstica.

En este contexto, el Estado peruano ha suscrito y ratificado tratados internacionales 
dentro del Sistema Universal de los Derechos Humanos  y el Sistema Interamericano 
de los Derechos Humanos  que pretenden garantizar los derechos de las mujeres 
con discapacidad y generan obligaciones para prevenir la violencia de género. 
Dicho en otras palabras, el Estado peruano se ha comprometido a realizar acciones 
para evitar que ocurran hechos de violencia contra este colectivo.

Por tanto, los gobiernos regionales y locales que son parte del Estado deben cumplir 
con las obligaciones que ha asumido el Perú. En este marco, esta guía busca ser 
una herramienta que establezca pautas para que las entidades apliquen el enfoque 
de discapacidad de forma transversal en la prevención de la violencia de género y la 
reinserción de personas agresoras. 

El contenido de este instrumento ha sido el resultado de la revisión bibliográfica y 
normativa, así como de un proceso participativo que incluye a personas expertas en 
la materia, sociedad civil con discapacidad, y funcionarios y funcionarias públicas.

Esta guía ha sido realizada con el apoyo financiero de la Agencia Española de 
Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID) y de la Fundación ONCE 
con cargo al proyecto Hacia una sociedad pacífica e inclusiva: defendiendo los 
derechos de las mujeres con discapacidad en Perú. Su contenido es responsabilidad 
exclusiva de FCPED y COCEMFE y no refleja necesariamente la opinión de la AECID 
y Fundación ONCE.

Adicionalmente, se han recibido comentarios de las siguientes organizaciones, 
a quienes agradecemos por su contribución especializada: Kipu Llaxta, Paz y 
Esperanza, Comisión de Damas Invidentes del Perú, Secretaria de Equidad y 
Género de OLAC, Federación Nacional de Mujeres con Discapacidad del Perú, 
Musas Inspiradoras de Cambios, y Fraternidad Cristiana de Personas Enfermas y 

1 La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y la Convención para la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer.
2 La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer.



OBJETIVO
DE LA GUÍA 

PÚBLICO
OBJETIVO

Proporcionar pautas para la incorporación del enfoque de discapacidad en los 
programas de prevención de la violencia de género y de reeducación y reinserción 
de las personas agresoras a cargo de los gobiernos regionales, provinciales y locales.

La presente guía está dirigida al funcionariado público de los gobiernos regionales, 
provinciales y distritales.



MÓDULO 1
EL ENFOQUE DE DISCAPACIDAD Y LA 
VIOLENCIA DE GÉNERO

El presente módulo tiene dos finalidades. Por un lado, que el funcionario o la 
funcionaria conozca e identifique las causas y consecuencias de la violencia de 
género. Por otro lado, que el funcionario o la funcionaria conozca e identifique el 
impacto diferenciado de la violencia de género en las personas con discapacidad. 
Para ello, repasaremos lo que es la violencia de género, el enfoque de discapacidad 
y la relación entre estos conceptos.

Antes de empezar, es importante hacernos algunas preguntas que servirán para 
comprobar si se toma en cuenta el enfoque de discapacidad en tanto en una 
institución como a nivel personal.

So
b

re
 s

u
 in

st
it

u
ci

ón
:

So
b

re
 u

st
ed

:

¿Su institución tiene 
como servicios de 

prevención de violencia 
que son completamente 

accesibles e inclusivos 
para personas con 

discapacidad?

¿Hace o comparte 
bromas machistas y/o 

capacitistas?
Asimismo, ¿hace 
uso adecuado del 

lenguaje para referirse 
a una persona con 

discapacidad?

¿Reconoce que la 
discapacidad se genera 

por las barreras que 
existen en el entorno 

social que no reconoce 
ni se adapta a la 

diversidad?

¿Reconoce que las 
mujeres se encuentran 

en una situación de 
especial vulnerabilidad 
por razones históricas?

¿Su entidad capacita 
a su personal de 

diseño de servicios en 
el conocimiento del 
enfoque de género y 

discapacidad?

Cuando se realizan 
estadísticas de 

evaluación de un evento 
o servicio, ¿su entidad 
evalúa a las personas 
diferenciando su sexo, 
género y su condición

de discapacidad?
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UNIDAD 1:
¿Qué es la violencia de género?

El concepto de género hace referencia a los atributos sociales y oportunidades 
asociadas con ser hombre y ser mujer y las relaciones construidas entre mujeres y 
hombres, niñas y niños. Estos atributos, oportunidades y relaciones son socialmente 
construidos y aprendidos a través de un proceso de socialización que corresponden 
a un tiempo y contexto específico, lo que implica que son modificables. En ese 
sentido, el género determina las expectativas, lo permitido y lo valorado en una 
mujer o un hombre en un determinado contexto (MIMP, 2019a, p. 44). Por su parte, 
el término sexo hace referencia a las diferencias biológicas y genéticas entre las 
mujeres y los hombres (MIMP, 2019a, p. 45).

En el sistema de género creado, como refiere Ruíz-Bravo, las categorías “mujer” y 
“varón” son construcciones que la sociedad elabora con la finalidad de informar 
las formas de ser, sentir y hacer que les están asignadas, permitidas y que son 
socialmente valoradas (Ruiz-Bravo, 1999, p. 136). El sistema de género incluye formas 
y patrones de relaciones sociales, prácticas asociadas a la vida social cotidiana, 
símbolos, costumbres, identidades, vestimenta, adorno y tratamiento del cuerpo, 
creencias y argumentaciones, sentidos comunes, y otros variados elementos, que 
permanecen juntos gracias a una forma culturalmente específica de registrar y 
entender las semejanzas y diferencias entre géneros reconocidos (Anderson, 1997, 
p. 19). Los sistemas de género usualmente han planteado oposiciones binarias que 
no permiten ver procesos sociales y culturales mucho más complejos, en los que 
las diferencias entre mujeres y hombres no son ni aparentes ni están claramente 
definidas (Conway y Scott, 1996, p. 32).

El sistema de género se debe entender teniendo en cuenta otras categorías 
(sexualidad, etnia, clase, discapacidad, entre otras) que se intersecan, pues permiten 
distinguir las múltiples y simultáneas formas de discriminación contra las personas 
(Garcés y Portal, 2011, p. 110-111), que se extienden a la situación de discriminación, 
violencia y exclusión que sufren las personas con discapacidad en concreto.

¿Sabías qué?

7

Los estereotipos de género están tan 
arraigados en nuestra sociedad que los 
episodios de discriminación no son hechos 
aislados, sino que responden a patrones 
socioculturales sistémicos que perpetúan 
el sistema sexo-género.
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La violencia de género, de acuerdo con el artículo 1 de la Convención Interamericana 
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, es “la acción o 
conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual 
o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado”. En el Perú, 
el artículo 5 de la Ley N.° 30364: Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar, define la violencia contra las 
mujeres como:  

De ambas definiciones, el uso de la frase “por su condición de tal” evidencia que 
los estereotipos de género, que marcan el sistema de género, son la base de la 
violencia de género hacia las mujeres. Veamos algunos ejemplos:

El exnovio de María le escribe wasaps de forma reiterada, 
se le aparece en su casa a insultarla y amenazarla para que 
vuelvan a tener una relación.

Patricia es insultada por su esposo constantemente 
cuando no cocina.

La mujer es posesión de su pareja

La mujer debe cumplir roles obligatorios tales como cocinar.

La mujer es objeto sexual para el placer del hombre.

Mery ve que un hombre se masturba frente a ella en el 
paradero del bus.

Le pedimos que tome unos minutos para reflexionar qué estereotipos de género 
se evidencian en estos casos de violencia. ¿Ya los tiene? Los estereotipos que 
fundamentan la violencia de género en los tres casos son los siguientes:

Es así como la violencia se puede manifestar en forma física, económica, psicológica 
y sexual (artículo 8 de la Ley N° 30364):

Cualquier acción o conducta que les causa muerte, daño o sufrimiento 
físico, sexual o psicológico por su condición de tales, tanto en el ámbito 
público como en el privado. Puede tener lugar dentro de la familia, en la 
comunidad o perpetrada por el Estado.



La violencia de género es un problema variado y multicausal que tiene como grupo 
principalmente afectado a las mujeres. Sin embargo, las mujeres no son un grupo 
homogéneo, por lo que es importante interiorizar este problema incorporando los 
distintos enfoques, siendo uno de ellos el que desarrollaremos a profundidad en la 
presente guía: el enfoque de discapacidad.

TIPOS ALGUNAS MANIFESTACIONES

VIOLENCIA 
PSICOLÓGICA

Es la acción u omisión que tiende a controlar o aislar a la persona contra su 
voluntad, a humillarla, avergonzarla, insultarla, estigmatizarla o estereotiparla, 
sin importar el tiempo que se requiera para su recuperación.
Ejemplos: Insultar, mostrar actitudes que crean malestar, menospreciar o 
humillar en público o en privado, asustar o intimidar, amenazar verbalmente 
con hacer daño, ignorar o tratar con indiferencia, rastrear la ubicación, enfadarse 
por hablar con otra persona, pedir contraseñas de redes sociales, revisar 
mensajes del móvil, criticar la forma de vestir, tratar de impedir relaciones de 
amistad o familiares, controlar tiempos y horarios, etc.

VIOLENCIA
ECONÓMICA

Es la acción u omisión que ocasiona un menoscabo en los recursos económicos 
o patrimoniales de las mujeres por su condición de tales o contra cualquier 
integrante del grupo familiar, en el marco de relaciones de poder, responsabilidad 
o confianza
Ejemplos: Impedir tomar decisiones relacionadas con la economía familiar 
y/o realizar las compras de forma independiente, negación a compartir dinero 
para los gastos del hogar (cuando la pareja sí tiene dinero para otras cosas), o 
impedir trabajar o estudiar fuera del hogar, etc.

VIOLENCIA
FÍSICA

Es la acción o conducta que causa daño a la integridad corporal o a la salud. 
Se incluye el maltrato por negligencia, descuido o por privación de las 
necesidades básicas que hayan ocasionado daño físico o que puedan llegar 
a ocasionarlo, sin importar el tiempo que se requiera para su recuperación.
Ejemplos: Acto de fuerza contra el cuerpo de la mujer, con resultado o riesgo 
de producir lesión física o daño, ejercida por otra persona. Incluye agresiones 
corporales (abofetear, golpear, lanzar objetos, empujar, agarrar, tirar del 
pelo, patear, arrastrar, intento de asfixia, amenaza de uso o uso de armas, 
etc.), administración injustificada de fármacos o control de la movilidad, 
negación o privación de los aspectos básicos necesarios para el adecuado 
mantenimiento del organismo en cuanto a la salud, higiene y apariencia.

VIOLENCIA
SEXUAL

Son acciones de naturaleza sexual que se cometen contra una persona sin su 
consentimiento o bajo coacción. Incluyen actos que no involucran penetración 
o contacto físico alguno. Asimismo, se consideran tales la exposición a 
material pornográfico y que vulneran el derecho de las personas a decidir 
voluntariamente acerca de su vida sexual o reproductiva, ya sea a través de 
amenazas, coerción, uso de la fuerza o intimidación.

ONU. Preguntas frecuentes: Tipos de violencia contra las mujeres y las niñas. 
Link: https://www.plenainclusion.org/wp-content/uploads/2021/03/modelos-de-discapacidad.pdf

ONU Mujeres. Infografía: Los derechos humanos de las mujeres. 
Link: https://www.unwomen.org/es/digital-library/multimedia/2019/12/infographic-human-rights

Estereotipos de género. 
Link del video: https://www.youtube.com/watch?v=MB-ySGEYF10

Recordemos revisar los siguientes recursos
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UNIDAD 2:
¿Qué es el enfoque de discapacidad? 

Han existido distintos enfoques respecto a la discapacidad a lo largo del tiempo. En 
un primer momento, las personas con discapacidad eran percibidas como personas 
que no podían ni tenían que aportar a la sociedad (modelo de la prescindencia) 
(Palacios, 2008).

Producto de esta percepción surgen dos submodelos: eugenésico y de marginación. 
El primero (submodelo eugenésico), busca aplicar políticas eugenésicas contra el 
colectivo; y, el segundo (submodelo de marginación), supone que las personas con 
discapacidad eran sujetos de caridad y de rechazo; es así como las personas con 
discapacidad no estaban incluidas en la dinámica social desde una posición de 
igualdad (Palacios, 2008). 

Posteriormente, y producto de las grandes guerras mundiales, se buscó la inclusión 
del individuo a través de la “cura” de la discapacidad; de este modo, se le equiparaba 
con una enfermedad (modelo médico-rehabilitador) (Palacios, 2008). Ninguno de 
los modelos antes expuestos se encuentra acorde con las obligaciones adquiridas 
por el Estado peruano.

Cabe precisar que pese a que se han reconocido las falencias de ambos modelos 
debido a que centran la responsabilidad del menoscabo de derechos en la persona 
con discapacidad, aún se encuentran enraizados en la sociedad. Por ejemplo, 
muchas veces las mujeres con discapacidad son víctimas de esterilizaciones 
forzosas, negando su capacidad jurídica y el ejercicio de sus derechos sexuales y 
reproductivos (modelo de prescindencia).

Existen otros modelos de la discapacidad que están siendo debatidos en la 
actualidad. Si bien durante el desarrollo de la guía nos basaremos en el modelo 
social debido a que es el enfoque reconocido en el ordenamiento internacional, 
colocamos una breve reseña de cada uno para fomentar la discusión:

Modelo de DD.HH.

Reconoce que el modelo social brinda una poderosa 
explicación a la exclusión de las personas con discapacidad, 
pero considera que no proporciona principios o valores 
morales como base de la política de discapacidad (Palacios, 
2019)

Modelo biopsicosocial

Busca integrar los modelos de médico-rehabilitador y el 
modelo social. Por ello, considera que la discapacidad está 
conformada por factores físicos, psicológicos y sociales 
que deben ser tratados (Petasis, 2019).
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Actualmente, gracias al movimiento activo de las personas con discapacidad, la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (en adelante, 
CDPCD) ha reconocido un nuevo modelo de la discapacidad denominado modelo 
social. El artículo 1 de la CDPCD reconoce a las personas con discapacidad como:

A través de este paradigma, la problemática no se centra en el individuo, sino en 
una sociedad que no ha sido pensada desde la diversidad y, por tanto, es posible 
levantar las barreras actitudinales, arquitectónicas, entre otras, para garantizar el 
ejercicio de derechos de las personas con discapacidad en igualdad de condiciones. 
La CDPCD establece medidas específicas para garantizar los derechos humanos 
de las personas con discapacidad considerando su situación de discriminación 
estructural. 

De esta forma, en este documento se aplican cuatro medidas indispensables para 
lograr la aplicación del enfoque de discapacidad desde el modelo social (MIMP, 2021g):

Las personas con discapacidad incluyen a aquellas que tengan 
deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo 
plazo que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su 
participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones 
con las demás.

Modelo cultural
Considera a la discapacidad como una identidad social 
minoritaria, “y asume que impedimento y discapacidad 
son categorías que construyen la cultura y se nutren de la 
misma” (Perez & Chhabra, 2019)

Modelo de la diversidad 
funcional

Sostiene que la discapacidad es parte de la diversidad 
humana. En ese sentido, cambia la nomenclatura por 
diversidad funcional pues nos encontramos ante personas 
que no carecen de capacidades, sino que funciona de una 
manera que no es la habitual (Perez & Chhabra, 2019).

Reconocimiento de 
la capacidad jurídica

Ajustes razonables
Erradicación de 

estereotipos

Accesibilidad

1

4 2

3
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1. Reconocimiento de la capacidad jurídica

El artículo 12 de la CDPCD establece que “los Estados Parte reconocerán que las 
personas con discapacidad tienen capacidad jurídica en igualdad de condiciones 
con las demás en todos los aspectos de la vida”. Así, se reconoce que este colectivo 
puede tomar decisiones vinculantes al derecho, en igualdad de condiciones que las 
personas sin discapacidad.

Nuestro país, a partir del Decreto Legislativo N.º 1384, decreto legislativo que 
reconoce y regula la capacidad jurídica de las personas con discapacidad en 
igualdad de condiciones, reconoce la capacidad jurídica de las personas con 
discapacidad, ha eliminado la figura de la interdicción y ha transitado al sistema de 
apoyos y salvaguardias para el ejercicio de la capacidad jurídica. Esto quiere decir 
que, como regla general, la persona con discapacidad tiene autonomía para la toma 
de sus decisiones, y, por tanto, cuando lo considere necesario, será ella misma la 
que escoja a la persona que le brindará asistencia para “el ejercicio de sus derechos, 
incluyendo el apoyo en la comunicación, en la comprensión de los actos jurídicos 
y de las consecuencias de estos, y la manifestación e interpretación de la voluntad 
de quien requiere el apoyo” (artículo 659-B del Código Civil). Lo mencionado tiene 
como consecuencia que en el país ya no exista la figura del curador para personas 
con discapacidad. 

Los funcionarios y las funcionarias deben coadyuvar en el ejercicio de la capacidad 
jurídica y siempre tener presente que la elección de apoyos es un proceso voluntario.

Asimismo, “el reconocimiento de su capacidad jurídica también implica la capacidad 
para designar libremente apoyos en la toma de decisiones, que puedan ayudarles 
a (i) obtener y entender información, (ii) evaluar alternativas a una decisión y/o (iii) 
ejecutar una decisión” (Devandas, 2019, párr. 4)

2. Erradicación de estereotipos

Las mujeres con discapacidad se ven afectadas por los estereotipos hacia la 
discapacidad y hacia las mujeres (Naciones Unidas, 2012), así como estereotipos 
específicos al cruce entre ambas categorías (estereotipos interseccionales) y con 
otros posibles factores que coexistan, como el vivir en zonas rurales o urbano 
marginales, ser LGBTIQ+, pertenecer a poblaciones indígenas o afrodescendientes, 
profesar una determinada religión, entre otros. En ese sentido, en el inciso b) del 
artículo 8 de la CDPCD se establece que los Estados Parte se comprometen a adoptar 
medidas inmediatas, efectivas y pertinentes para “luchar contra los estereotipos, 
los prejuicios y las prácticas nocivas respecto de las personas con discapacidad, 
incluidos los que se basan en el género o la edad, en todos los ámbitos de la vida”.

El artículo 6 de la CDPCD establece lo siguiente:
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La persona con discapacidad miente.

La persona con discapacidad no entiende

La persona con discapacidad se comporta 
como un niño o niña

La persona con discapacidad es fácil de 
persuadir

La persona con discapacidad psicocial 
provocó el episodio de violencia

La persona con discapacidad se autolesiona

Son personas asexuadas o poco atractivas.

Son personas hipersuaxadas.

No pueden ni deben ser madres.

Son niñas eternas.

No son capaces de tomar buenas decisiones, 
dependientes.

Consideradas como menos valiosas o 
"enfermas".

Consideradas como carentes de inteligencia.

Este artículo busca poner en relieve el hecho de que las mujeres, adolescentes y niñas 
con discapacidad enfrentan formas específicas de violencia como consecuencia 
de los estereotipos. Por ejemplo, el Parlamento Europeo realizó un informe que 
señalaba que casi el 80% de mujeres con discapacidad es víctima de violencia y 
tiene un riesgo cuatro veces mayor que el resto de las mujeres de sufrir violencia 
sexual (ACNUDH, 2012).

Algunos estereotipos que enfrentan las personas con discapacidad que se deben 
identificar para erradicar, son los siguientes:

Algunos estereotipos que enfrentan las mujeres con discapacidad son los siguientes:

Fuente: MIMP, 2021g, p. 54 y 81

Artículo 6. Mujeres con Discapacidad.
1. Los Estados Parte reconocen que las mujeres y las niñas con 
discapacidad están sujetas a múltiples formas de discriminación y que, 
a ese respecto, deben adoptar medidas para asegurar que puedan 
disfrutar plenamente y en condiciones de igualdad de todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales.

2. Los Estados Parte tomarán todas las medidas pertinentes para 
asegurar el pleno desarrollo, adelanto y potenciación de la mujer, con el 
propósito de garantizarle el ejercicio y disfrute de los derechos humanos 
y las libertades fundamentales establecidos en la presente Convención.
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Si analizamos los estereotipos, nos daremos cuenta de que “las valoraciones sociales 
que se tienen de las mujeres con discapacidad serán inversas a las que suelen 
evidenciarse respecto de las mujeres sin discapacidad” (Bregaglio, 2019, p. 63). Esto 
tiene consecuencias en el ejercicio de derechos de las personas con discapacidad 
porque, por ejemplo, no son tomadas en serio cuando denuncian violencia sexual, 
debido a que se considera que son seres asexuados o poco atractivos y, por lo 
mismo, se niega la posibilidad de que sean víctimas de delitos de naturaleza sexual.

En ese sentido, como sabemos, el lenguaje también afianza los sistemas de 
subordinación. Por ello, es esencial usar los términos correctos para referirse a 
personas que tienen alguna discapacidad. El cambio de paradigma refuerza el uso 
del término correcto “persona con discapacidad” y sus derivados pues, como hemos 
visto, la discapacidad no depende de la deficiencia sino de la interacción con las 
barreras; entonces, recomendamos evitar las siguientes frases (SENADIS, 2019, p.12):

Servicio Servicio

Persona con discapacidad Personas con capacidades diferentes, personas 
diferentes, personas con necesidades especiales, 
persona discapacitada, anormal, persona 
incapacitada, deficiente, persona enferma

Que tiene o presenta 
discapacidad

Sufre discapacidad, padece discapacidad, es 
víctima de una discapacidad, persona afectada 
por una discapacidad

Persona con discapacidad física, 
persona con discapacidad de 
origen físico

Persona inválida, persona minusválida, persona 
lisiada, persona coja, persona paralítica

Persona que se traslada en silla 
de ruedas

Persona relegada a una silla de ruedas, persona 
confinada a una silla de ruedas

Persona ciega, persona con 
discapacidad visual

No vidente, cieguito o cieguita, invidente

Persona con discapacidad 
auditiva, persona con 
discapacidad de origen auditivo

Sordomudo o sordomuda, sordo, sorda

Persona con discapacidad 
intelectual, persona con 
discapacidad de origen 
intelectual

Insano o insana, loco o loca, esquizofrénico o 
esquizofrénica, depresivo o depresiva, demente, 
bipolar
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3. Accesibilidad

La accesibilidad es reconocida por la CDPCD como un principio transversal y un 
derecho. Este tiene como fin garantizar que “las personas con discapacidad puedan 
vivir de forma independiente y participar plenamente en todos los aspectos de la 
vida” (artículo 9 de la CDPCD). Por ello, los Estados Parte tienen la obligación de 
eliminar las barreras para el acceso al entorno físico, transporte, comunicaciones e 
información. La accesibilidad es obligatoria, de carácter general y ex ante. 

Por ejemplo, todos los servicios públicos deben garantizar el acceso de las personas 
con discapacidad así que, considerando que existen personas con discapacidad 
física, se debe contar con rampas. Es una medida de carácter general porque 
garantiza el derecho al libre tránsito de las personas usuarias de silla de ruedas, y ex 
ante porque es una medida que debe encontrarse implementada antes de que la 
persona la necesite, pues es claramente previsible que es un requisito para levantar 
la barrera para el acceso al servicio. Otros ejemplos de medidas de accesibilidad son 
las siguientes: 

•	 La información debe encontrarse en formatos accesibles como el braille y 
lectura sencilla.

•	 En los servicios de comunicación verbal, se debe contar con intérprete de señas.

Asimismo, la accesibilidad debe encontrarse implementada en todos los servicios 
y espacios públicos del Estado y, por lo tanto, su incumplimiento no puede ser 
justificado por razones financieras.
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Estos hacen referencia a todas aquellas modificaciones y adaptaciones 
necesarias y adecuadas en materia de acceso a la justicia que les 
permitan a las personas con discapacidad participar activamente en 
el proceso, en igualdad de condiciones con las demás, y no pueden 
ser sometidos al análisis de carga indebida o razonabilidad, porque 
el derecho de acceso a la justicia es un derecho que permite controlar 
las vulneraciones a otros derechos. Por ello, negar un ajuste en el 
procedimiento alegando que no es razonable implicaría negar el acceso 
a la justicia de una persona que inicia una denuncia por violencia. 
(MIMP, 2021g, p. 34)

Por lo tanto, los ajustes razonables implican un análisis de carga indebida y, en 
consecuencia, pueden ser negados mientras que los ajustes en procedimiento 
deben darse debido a que permiten garantizar el derecho al acceso a la justicia de 
las personas con discapacidad.

Finalmente, es necesario precisar que la legislación nacional prohíbe expresamente 
los actos de discriminación en cualquiera de sus formas. Así, el numeral 2 del artículo 
2 de la Constitución Política del Perú de 1993 reconoce el derecho de igualdad ante 
la ley como un derecho fundamental de la persona; prohibiendo la discriminación 
por cualquier motivo, entre ellos, el género y la discapacidad.

Si bien ni el término “género” ni el término “discapacidad” están incorporados 

4. Ajustes razonables

Los ajustes razonables son:

Modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas que no 
impongan una carga desproporcionada o indebida, cuando se requieran 
en un caso particular, para garantizar a las personas con discapacidad 
el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones con las demás, de todos 
los derechos humanos y libertades fundamentales. (artículo 2 de la 
CDPCD).

De este modo, tales medidas son adoptadas después de que se identifica una 
situación donde son requerida, permitiendo así garantizar el derecho a la igualdad 
y no discriminación.

Al momento de analizar si imponen o no una carga desproporcionada o indebida, 
se debe analizar si el impacto de la adopción es mayor a la satisfacción de derechos 
de las personas con discapacidad. Dicho impacto puede considerar el aspecto 
económico o la afectación a derechos de terceros.

Es importante precisar que, en caso nos encontremos ante ajustes que son necesarios 
para satisfacer el derecho a la justicia de este colectivo, los mismos serían ajustes en 
el procedimiento contemplados en el artículo 13 de la CDPCD (MIMP, 2021g)
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expresamente, el Tribunal Constitucional ha reconocido que la identidad de 
género goza de protección constitucional y está vinculada a la dignidad humana 
señalando que es una expresión “de la diversidad de la naturaleza humana que 
merece protección constitucional” (EXP N.º 06040-2015-PA/TC, fundamentos 32-
33), y que las personas con discapacidad se encuentran en especial situación de 
vulnerabilidad y que se deben adoptar medidas para su máximo desarrollo de su 
personalidad (EXP N.º 2317-2010-AA/TC, fundamento 11). Por tanto, el género y la 
discapacidad son categorías prohibidas de discriminación que forman parte del 
derecho a la igualdad y no discriminación protegida en el ordenamiento jurídico 
peruano.

Al finalizar la unidad, recomendamos revisar los siguientes recursos:

Plena Inclusión. Infografía sobre los modelos de discapacidad. 
Link: https://www.plenainclusion.org/wp-content/uploads/2021/03/modelos-de-
discapacidad.pdf

ONU. Guía de capacitación profesional sobre la Convención sobre los dere-
chos de las personas con discapacidad. 
Link: https://www.ohchr.org/Documents/Publications/CRPD_TrainingGuide_
PTS19_sp.pdf

ONU. Módulos de formación sobre discapacidad y la implementación de la 
Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad. 
Link: https://www.ohchr.org/EN/Issues/Disability/Pages/
TrainingmaterialCRPDConvention_OptionalProtocol.aspx 
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Se propone como ejercicio reflexionar en grupo sobre las oportunidades que pueden 
tener las mujeres con discapacidad frente a las mujeres sin discapacidad, tanto desde 
el acceso a la educación, empleo, violencia, uso de métodos anticonceptivos, etc.

El avance en el análisis de género ha permitido complejizar el concepto mismo y 
sus características. Así, si bien la concepción inicial estaba asociada a una matriz 
binaria del sistema sexo-género, en la actualidad se reconoce que las mujeres no 
son un grupo homogéneo, además este hecho hace que se encuentren en situación 
de mayor vulnerabilidad. En ese sentido, los conceptos de interseccionalidad, 
discriminación y género se relacionan reconociendo que, a raíz del análisis de 
interseccionalidad, el género concurre con otras categorías como la discapacidad, 
sexualidad, etnia, edad y/o , condición migrante, lo cual ocasiona que existan 
múltiplesmúltiples y simultáneas formas de discriminación contra las personas en 
su diversidad.

La discriminación múltiple es un concepto utilizado para describir la complejidad 
de la discriminación que implica más de un motivo. Esta discriminación es aquella 
en la que confluyen más de dos factores de discriminación en simultáneo (Salomé, 
2015, pp. 311-334). Para que se comprenda esta simultaneidad desarrollaremos los 
siguientes ejemplos:

•	 Lam v. University of Hawaii de 1994: 
•	 En este caso una profesora de ascendencia vietnamita denuncia haber 

sido discriminada por raza, origen nacional y sexo durante el proceso de 
admisión para el cargo de directora del Programa de Estudios Jurídicos 
de dicha universidad. La primera instancia desestimó su caso analizando 
por separado las discriminaciones que alegaba. Sin embargo, la segunda 
instancia señaló que “ahí donde concurren dos motivos de discriminación 
la evaluación no debe reducirse a apreciar por separado cada uno de sus 
componentes, pues el dividir en dos la identidad de la persona distorsiona 
el análisis ocultando la naturaleza particular de sus experiencias”. De esta 
manera, se reconoce que las mujeres asiáticas pueden estar sujetas a 
una serie de prejuicios y estereotipos a los que no están expuestos ni los 
hombres asiáticos ni las mujeres blancas.

•	 La activista Natalia Moreno menciona que: 
•	 Al interior del movimiento social de discapacidad “la mayoría de los que 

mueven todo” son hombres, y cuando va a llegar una mujer se sienten 
abrumados o chocados porque lo ven como una cosa negativa, lo percibo 
yo; yo sí lo he sentido en muchos aspectos compartiendo con hombres 
con discapacidad, “líderes”, y realmente la violencia de género es brutal. 

UNIDAD 3:
Las personas con discapacidad y la 
violencia de género 



21

Entonces sí, existe eso, porque además hay una cosa a tener en cuenta: 
cuando el hombre tiene discapacidad, “a la falta de algo”, lo que refuerza es 
la parte del género, es como un poder que refuerza al final (Natalia Moreno, 
comunicación personal realizada por Pineda y Luna, 2018, 16 de abril, 2016).

La discriminación múltiple o interseccional está prohibida. En el ámbito 
internacional, existen tratados y declaraciones que han desarrollado la importancia 
de reconocer la interseccionalidad (Declaración de Beijing de 1995, Recomendación 
General XXV Dimensiones de la Discriminación Racial Relacionadas con el Género 
del Comité sobre la Eliminación de la Discriminación Racial de 2000, Declaración de 
Durban de 2001, Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad 
de 2006, Convención Interamericana contra el Racismo, la discriminación racial y 
las formas conexas de intolerancia3 de 2013). 

De acuerdo con el INEI (2017), en el país existen 209 261 personas con discapacidad 
y representan el 10.3% del total de la población del país. De este total, 1 820 304 
son mujeres y 1 820 304, hombres.  La II Encuesta Nacional de Derechos Humanos, 
realizada por el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y publicada el 28 de 
enero del 2021, recogió la opinión de 3 312 personas mayores de 18 años residentes 
en áreas urbanas y rurales del país y permitió visibilizar lo siguiente:

•	 El derecho que la muestra percibe como el más vulnerado en las personas con 
discapacidad es el derecho a un trato digno y a no ser discriminada. 

•	 En el Perú, más del 70% de las personas encuestadas manifiesta que las 
personas con discapacidad son discriminadas.

•	 Más del 20% de la población no estaría dispuesta a contratar a una persona 
con discapacidad física si tuviera una empresa y más del 30% en el caso de 
una persona con discapacidad intelectual. 

•	 Más del 50% de las personas encuestadas señalan que los niños y las niñas 
con discapacidad intelectual deberían estudiar en colegios especiales y no en 
colegios regulares. 

•	 El 60% de la población señala que todas las personas con discapacidad 
intelectual o mental necesitan ayuda para tomar decisiones propias de la vida. 

A ello se suma el hecho de que como personas no somos un grupo homogéneo, por 
lo que la discapacidad confluye con otros tipos de discriminaciones. A continuación, se 
presentan dos ejemplos donde se muestra la interseccionalidad en cifras y se visibiliza 
que las brechas por su condición simultánea de mujer y discapacidad se acentúan:

3 Perú aún no ha ratificado esta convención.

En el ámbito de la toma de decisiones en temas referidos al “cuidado de 
la salud”, el 75.4% de mujeres con discapacidad decide con su cónyuge 
respecto a su salud y 17.1% lo hace sólo su esposo o compañero. Sin 
embargo, entre las mujeres en edad fértil sin discapacidad, el 20.6% 
decide junto con su cónyuge y el 11.0% lo hace sólo su esposo o compañero 
(INEI, 2021, p. 14). Lo anterior refleja que las limitaciones del ejercicio de la 
autonomía física y mental se acentúan en las mujeres con discapacidad.
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El problema de violencia de género, de igual manera, tiene mayores impactos 
negativos en las mujeres con discapacidad. La Encuesta Demográfica y de Salud 
Familiar del año 2019 señaló que el 41.7% de las mujeres con discapacidad ha sido 
víctima alguna vez de actos de violencia por parte de su esposo o compañero. 
Además, precisa que:

Por área residencia, se encuentra que el 73.1% de las mujeres con discapacidad 
residentes en el área rural son afectadas por la violencia ejercida por el esposo 
o compañero, porcentaje mayor en 36 puntos porcentuales respecto a las 
residentes en el área urbana (37.1%) (INEI, 2021, p. 14).

Lo anterior incluso demuestra  la interseccionalidad de la discriminación por 
género, discapacidad y origen. Respecto al tipo de violencia que afecta más a las 
mujeres con discapacidad, la ENDES del año 2019 revela que el 39.3 % de mujeres 
con discapacidad han sufrido violencia psicológica y el 27 % de mujeres con 
discapacidad han sufrido violencia física (INEI, 2021, p. 14).

A menudo la violencia psicológica no es considerada y reconocida como tal, ya 
que existe una tolerancia social frente a este tipo de violencia, lo que supondría 
un factor de riesgo, pues no identificar la violencia psicológica supone una barrera 
para prevenirla y evitarla como una tarea pendiente (Fundación ONCE y otros, 
2019, p. 49). Algunas formas específicas de violencia de género y discriminación 
estructural que sufren las mujeres con discapacidad son: la invisibilización de sus 
necesidades, la negación de su sexualidad, la utilización de este colectivo para 
generar lástima, la dependencia forzada (al obligarlas a ser dependientes y no 
reconocer su capacidad jurídica); la invisibilización de la diversidad de mujeres con 
discapacidad; la insensibilización del dolor por las enfermedades por parte de los 
sistemas médicos; el tráfico de las mujeres con discapacidad; la preselección natal 
para abortar fetos con discapacidad, entre otras (Jiménez, R., 2019)

Otro factor que suma a la “normalización” de la violencia es que algunas de las 
formas de violencia estructural contra las mujeres (como la burla social, las 
descalificaciones, la lástima y la segregación) son formas de violencia que las 
mujeres con discapacidad, por su condición de discapacidad, viven día a día. En 
ese sentido, la normalización de la violencia de género contra las mujeres con 
discapacidad puede darse en mayor medida (Jiménez, R., 2019).

Las mujeres con discapacidad no están ajenas a la violencia de género, siendo que 
inclusive su situación se agudiza en estos casos. Las mujeres con discapacidad 
tienen alto riesgo de desprotección cuando sufren violencia por factores como:

En el ámbito educativo, las mujeres sin discapacidad alcanzan los 10.9 
años de estudio, los varones con discapacidad alcanzan 8 años de 
estudio y las mujeres con discapacidad estudian, en promedio, 7.3 años 
(2021, p. 55). Respecto a la condición de analfabetismo de la población de 
15 años a más se observa que el 33.6% de mujeres con discapacidad es 
analfabeta, mientras que el 19.1% de hombres con discapacidad tiene esa 
misma condición (2021, p. 56).
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•	 Dificultad a la hora de defenderse físicamente.
•	 Dificultad para expresar los malos tratos por la falta de accesibilidad.
•	 Menor credibilidad en su relato debido a los estereotipos.
•	 Dificultad de acceso a los centros de información y asesoramiento.
•	 Baja autoestima.
•	 Enfrentamiento entre los papeles tradicionales asignados a la condición de 

mujer y la negación de éstos mismos en la mujer con discapacidad.
•	 Mayor dependencia de la asistencia y cuidados de otros .
•	 Menor independencia y mayor control económicos.
•	 Mayor dificultad de acceso al trabajo remunerado y a la educación.
•	 Miedo a denunciar el abuso por la posibilidad de la pérdida de los vínculos y la 

provisión de cuidados, entre otros factores. (Moya, García y Carrasco, 2006, pp. 
99-122; Protocolo común para la actuación sanitaria ante la Violencia de Género 
de España, 2012, p. 27).

Las mujeres con discapacidad que son víctimas de violencia podrían presentar 
una serie de patologías que repercuten directamente sobre su salud o, luego 
del suceso, su inserción laboral y su autonomía; por ende, la violencia de género 
impide el desarrollo. En el aspecto personal, presentan una baja autoestima, se 
auto desvalorizan, se sienten inseguras, su vida emocional presenta alteraciones, 
sufren de miedos, culpa, dolor y rabia. En el aspecto interpersonal, se aíslan física y 
emocionalmente (SENADIS, 2019, p. 16).

Como se ve en este caso en concreto, este tipo de discriminación es simultánea y no se 
lograría visibilizar si analizamos por separado su condición de discapacidad y su género.

Recordemos

1.	 La discriminación es una categoría prohibida por nuestra Constitución. 
Pueden coexistir diversas formas de discriminación (discriminación 
múltiple) que afectan a una misma mujer, haciendo que su situación 
de vulnerabilidad sea mayor

2.	 La violencia de género hacia las mujeres con discapacidad se agudiza 
por la interseccionalidad existente entre el género y la discapacidad.

Plena inclusión. #DiViolenciaCero: Familiares de niñas y mujeres con 
discapacidad intelectual conversan sobre la prevención de violencia de género. 
Link del video: https://www.youtube.com/watch?time_continue=3&v=3TmNYG-
wU1I&feature=emb_logo

MIMP. Foro: Violencia de género hacia las personas con discapacidad.
Link de la nota y el video: https://observatorioviolencia.pe/foro-discapacidad/

COCEMFE y otros. Investigación: Impulsando prácticas no violentas e 
inclusivas hacia las mujeres con discapacidad en Perú.
Link: https://observatorioviolencia.pe/violencia-mujeres-con-discapacidad/
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Como vimos en la Unidad 2, la discapacidad es un fenómeno social que se agrava 
debido a una cultura de discriminación, la falta de políticas y de recursos, los cuales 
no facilitan la participación e inclusión de las personas con discapacidad. Sin 
embargo, como vimos en la Unidad 3, las afectaciones a los derechos de las mujeres 
con discapacidad se dan en diferente magnitud que las afectaciones a los derechos 
de los hombres (MIMP, 2018).

Las políticas públicas encaminadas a la prevención de la violencia de género suponen 
la erradicación de la discriminación estructural hacia las mujeres en su diversidad, 
lo que a su vez, supone la erradicación de los estereotipos de género. A todo ello se 
le suma que, considerando la diversidad de las mujeres con discapacidad, se debe 
tener en cuenta la destrucción de los estereotipos específicos para este colectivo.

Existen tres tipos de prevención dependiendo el momento de intervención de la 
violencia de género (MIMP, 2021a, pp. 10-11):

Recordemos

La diversidad de 
las personas debe 
ser reconocida en 

el análisis de la 
discriminación

El elemento 
característico de 
la discriminación 

múltiple e 
interseccional es la 

simultaneidad, pues 
no podemos separar 

las identidades 
de una persona 

en un análisis de 
discriminación

La discriminación 
múltiple o 

interseccional debe 
ser identificada, y es 

necesario adoptar 
medidas para 

combatirla en nuestra 
legislación, en los 

servicios existentes y 
en la implementación 

de nuevos servicios

UNIDAD 4:
¿Qué es la prevención de la violencia 
de género desde un enfoque de 
discapacidad? 
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Tipo Ejemplos

Primaria o universal: busca 
evitar la ocurrencia de episodios 
de violencia de género contra las 
mujeres, abordando los factores 
que la generan (eliminación de los 
estereotipos de género y destruir 
los aspectos discriminatorios 
sistémicos y estructurales frente 
a las mujeres en su diversidad). 
Está dirigida a la población en 
general a lo largo de su ciclo de 
vida, en todos los niveles de la 
ecología social y en una amplia 
gama de entornos. Es necesario 
considerar las particularidades 
de cada público objetivo y su 
contexto para que las medidas 
implementadas sean efectivas.

•	 Talleres sobre masculinidades 
para generar un espacio de 
reflexión con hombres, de manera 
que aprendan a reconocer sus 
sentimientos, hablar sobre ellos y 
construir relaciones entre pares en 
las que se cuestione estereotipos 
de género y la violencia de género 
contra las mujeres

•	 Campañas para reconocer 
estereotipos de género – MIMP/
Municipalidad

•	 Reforzar los servicios de 
salud sexual y reproductiva 
y planificación familiar para 
hombres y mujeres. Gobierno 
regional/municipalidades

•	 Conocimiento de servicios de 
prevención de la violencia de 
género

Secundaria o selectiva: busca 
cambiar la trayectoria de 
individuos que tienen mayores 
probabilidades de perpetrar 
o experimentar episodios de 
violencia de género contra las 
mujeres. Está dirigida a personas 
que se encuentran en alto riesgo 
por sus condiciones personales o 
las de su entorno.

•	 Programas de apoyo a las 
personas que tienen dificultades 
con el manejo de la ira, 
frustración y la resolución de 
conflictos de pareja.

Terciaria o “respuesta”: busca 
responder a episodios de la 
violencia de género contra 
las mujeres una vez que han 
ocurrido, evitando su recurrencia 
y/o disminuyendo sus efectos. 
Para ello, a corto y largo plazo, 
atienden las necesidades de 
víctimas, sobrevivientes y 
personas agresoras. 

•	 Acceso a anticonceptivos de 
emergencia a víctimas de 
violencia.  

•	 Reinserción de personas de la 
violencia de género.

•	 Aborto terapéutico
•	 Hogares de refugio temporal

Fuente: Estrategia Nacional de Prevención de la Violencia de Género contra las Mujeres “Mujeres libres de violencia”, 
aprobado por Decreto Supremo N° 022-2021-MIMP, pp. 10-11
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En cuanto a la prevención primaria es necesario resaltar la importancia del trabajo 
dirigido a la formación de nuevas masculinidades. En ese sentido, por ejemplo, en el 
Perú se ha desarrollado la Estrategia comunitaria (Resolución Ministerial N° 194-2021-
MIMP, artículo 72). Esta es un espacio de prevención de la violencia que involucra 
la sensibilización sobre el problema a toda la comunidad (dirigentes, dirigentes y 
ciudadanía). Dentro de esta estrategia se encuentra el espacio “Hombres por la 
igualdad” que forma a los hombres para que cuestionen y rompan estereotipos a 
través de la acción “Entre Patas” que involucra el intercambio de experiencias con el 
fin de formar relaciones libres de todo tipo de violencia. Las personas asistentes a las 
charlas comparten experiencias y alternativas no violentas para resolver conflictos 
sobre la vida de pareja y la crianza de los hijos e hijas.

La discapacidad afecta de forma diferenciada a hombres y a mujeres. Por ello, 
tanto la variable de género y la variable de discapacidad deben ser incorporadas 
transversalmente en el diseño e implementación de políticas públicas que 
busquen prevenir y atender la violencia de género. Por ejemplo, mientras la variable 
género nos permite analizar cómo los derechos sexuales y reproductivos de las 
mujeres en general se ven vulnerados, un análisis que incorpora la perspectiva 
de discapacidad permite analizar cómo algunas mujeres con discapacidad 
viven especial discriminación a la hora de formar libremente una pareja o ejercer 
de manera libre e informada su maternidad (COCEMFE, 2020, p. 43).  Por otro 
lado, a través del enfoque de discapacidad y género, se destierra la mirada a las 
víctimas de violencia de género con discapacidad como pasivas de una sociedad 
androcéntrica, en la que el modelo médico continúa vigente (COCEMFE, 2020, p. 46).
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Las acciones de prevención de violencia deben estar dirigidas a la sociedad en 
su conjunto, pues se trata de destruir patrones socioculturales que perpetúan la 
discriminación estructural hacia las mujeres en su diversidad. La violencia de género 
se puede prevenir de diversas formas a través del trabajo con mujeres; sin embargo, 
dado que los estereotipos están en la sociedad en su conjunto y que las personas 
agresoras son en su mayoría hombres, no se puede dejar de diseñar e implementar 
políticas públicas que ayuden a cambiar la conducta de la persona agresora o que 
coadyuven a formar masculinidades que no perpetúen la violencia de género. 

En ese sentido, cobra especial relevancia trabajar en nuevas formas de 
masculinidades con los hombres como forma de prevención primaria y realizar 
acciones que involucren a las personas agresoras, en específico, como forma de 
prevención terciaria, de manera que la violencia no vuelva a ocurrir. Es necesario 
recordar que, en una sociedad machista, lo que se espera que sean los hombres no 
los beneficia, sino que los coloca en una situación de desventaja social pues se les 
exige fuerza, resistencia a costa de su longevidad y, dado que no se le asignan los 
roles reproductivos, no pueden resolver los problemas domésticos más elementales 
y de cuidado personal (MIMP, 2019b).

En ese sentido, el trabajo de nuevas masculinidades tanto en hombres no agresores 
como agresores es necesario. Este trabajo debe realizarse en los lugares que los 
hombres inician sus relaciones sociales (escuelas, vivienda, espacios de recreación, 
por ejemplo) y “deben estar lideradas desde el Ministerio de Educación a fin de 
hacer trasversales aspectos como las masculinidades, la resolución de conflictos de 
pareja, entre otras habilidades cognitivas que permitan desmontar estigmas sobre 
la masculinidad, las mujeres y las relaciones de pareja” (Hernández, 2019, p. 89).

Así, a la complejidad del estudio de las víctimas de violencia, se debe trasladar al 
estudio de las personas agresoras. Ello permitirá desterrar estereotipos de todo tipo, 
incluyendo aquellos que perjudican a las personas con discapacidad. Sin abordar a 
la persona agresora, simplemente estamos confiando en que deje voluntariamente 
de agredir a sus parejas porque recibe una sanción penal. (Hernandez, W., 2019)

Falta mucha investigación y desarrollo de programas de tratamiento de hombres 
agresores; sin embargo, existe evidencia respecto a que el perfil de las personas 
agresoras está relacionado con el modelo patriarcal de la sociedad, pues hay 
cierta relación entre una serie de valoraciones machistas (sexismo ambivalente, 
pensamientos distorsionados sobre las mujeres y justificación de la violencia contra 

UNIDAD 5:
Nuevas masculinidades para la 
reeducación y reinserción de las 
personas agresoras. 
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ellas) y la intensidad de la violencia ejercida contra las mujeres. Así, es interesante 
notar que la mayoría de las personas agresoras de mujeres son personas con un bajo 
o nulo historial de conflictos por fuera del hogar. (Hernandez y Morales, 2019, p. 72)

Wilson Hernandez y Hugo Morales (2019) desarrollaron un estudio respecto a los 
tipos de personas agresoras del Perú en la violencia contra las mujeres en relaciones 
de pareja, señalando que existen tres tipos de personas agresoras de mujeres en 
contextos de pareja:

	◆ Violentos en lo Familiar de Baja Intensidad (73%): Presentaron baja relación con 
la frecuencia/severidad de la violencia, la generalidad de su violencia a terceros 
es muy baja y presentan muy baja presencia de trastornos de personalidad 
(2019, p. 66); su comportamiento no está esencialmente asociado a su salud 
mental (2019, p. 66)

	◆ Violentos en lo Familiar de Alta Intensidad (23%): Presentaron alta relación con 
la frecuencia/severidad de la violencia, la generalidad de su violencia a terceros 
es baja y presentan baja presencia de trastornos de personalidad. (2019, p. 66)

	◆ Violentos en General (4%): Es el grupo menos frecuente de agresores de 
mujeres en contexto de pareja. Presentaron media relación con la frecuencia/
severidad de la violencia, la generalidad de su violencia a terceros es media-
baja y presentan alta presencia de trastornos de personalidad. (2019, p. 66)

El estudio demuestra que en realidad la discapacidad mental no se encuentra 
relacionada con la violencia familiar y que, incluso en los casos donde hubo una 
discapacidad mental en violencia general, es el grupo menos frecuente en la 
muestra. En ese sentido, el estereotipo de peligrosidad de las personas con 
discapacidad mental es falso. Es importante tener presente que todas las personas 
puedan tener actos de violencia y esto incluye a las personas con discapacidad, 
pero la discapacidad no es la razón por la que se ha generado esta violencia. Así, 
pese a que no exista relación con el perfil de las personas agresoras de violencia de 
género, se ha buscado erróneamente siempre relacionar los problemas de salud 
mental o las enfermedades con la persona agresora. 

Por otro lado, una cosa es señalar que la persona agresora tiene problemas de salud 
mental, y otro muy distinto es acreditar que por esos problemas se le declararía 
inimputable en un proceso penal. El Código Penal peruano sostiene que se dará 
cuando la persona no comprenda el carácter delictuoso del acto y, por ello, se dé 
una falta de capacidad para determinarse.

En ese sentido, el análisis se debe centrar en la posibilidad de que al momento del 
delito existió una incomprensión de la realidad por factores sociales, culturales y/o 
biológicos que conlleve a que la persona no sea capaz de comprender la prohibición 
de la norma penal y actuar conforme a ella. Por lo tanto, la deficiencia no debe ser 
igualada con la inimputabilidad. La aplicación del modelo social implica la plena 
incorporación de las personas con discapacidad (con derechos y deberes) (Bregaglio 
& Rodriguez, 2017).  Es posible entonces que las personas con discapacidad puedan 
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ser agresoras que son conscientes de que están ejerciendo violencia y, por lo mismo, 
deben ser incluidos en los programas de prevención y reeducación de personas agresoras.

Considerando la afectación diferenciada de las personas agresoras con discapacidad 
producto de estereotipos, se recomienda: (i) incluir efectivamente a los hombres con 
discapacidad en las estrategias de prevención, y (ii) dentro de la intervención con 
personas agresoras sentenciadas, considerar el enfoque de discapacidad. Sobre lo 
segundo, resulta relevante trabajar con las personas agresoras tomando en cuenta 
el enfoque de discapacidad, lo que implica: 

El enfoque clínico, previamente mencionado en el cuadro, se define de la siguiente 
manera:

Comprende la discapacidad como una afección al natural desempeño de la 
persona, sin considerar la interacción con las barreras y oportunidades sociales. 
Las consecuencias de aplicar este enfoque derivan en una concepción social 
que entiende la discapacidad con temor, lástima e inseguridad. (Naciones 
Unidas, 2016)

El grupo penitenciario ya es un grupo en situación de especial protección de 
acuerdo con el lineamiento III del Plan Nacional de Derechos Humanos; por ende, la 
población en situación de discapacidad que está en establecimientos penitenciarios 
es una población que sufre discriminación interseccional.

Es evidente que, ante un caso de violencia, la persona agresora tendrá una sanción 
que, dependiendo el caso concreto, podría ser la pena privativa de libertad; en estos 
casos, la administración penitenciaria debe buscar como objetivo la reeducación y 
reinserción social de las personas internas en centros penitenciarios (Aguaded, 2017, 
p.8) considerando la diversidad y el contexto social que acompaña la discriminación 

•	 En el imaginario popular la mayoría piensa que quienes agreden “son 
enfermos mentales”, “psicópatas” o “con trastornos de personalidad”, 
pero no es así (Bravo, Lloret y Navarro, 2009, p. 8).

•	 Se debe evitar el enfoque clínico para abordar las estrategias de 
reinserción de personas agresoras, en su lugar se debe incorporar el 
enfoque interdisciplinario.

•	 Los servicios y bienes planeados e implementados deben tomar 
en cuenta las necesidades diferenciadas de las personas con 
discapacidad que han sido agresores, para lograr la reinserción de 
todas las personas sin discriminación.

•	 Realizar acciones diferenciadas para la reinserción de agresores con 
enfoque de discapacidad.

Reconocer que las personas agresoras son diversas

Incorporar el enfoque de discapacidad en la planificación, implementación y evaluación 
de los servicios para reinserción de las personas agresoras
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estructural contra las mujeres y la discriminación existente hacia las personas con 
discapacidad. 

Por otro lado, es importante precisar que las mujeres con discapacidad se encuentran 
en una situación de mayor vulnerabilidad frente a una persona agresora. Es más, 
diversos estudios señalan que existe una prevalencia mayor de violencia contra las 
mujeres con discapacidad que sin discapacidad. Esta violencia es interseccional, 
por ser mujeres y personas con discapacidad (MIMP, 2021). De esta forma:

Se les imponen los mismos roles y expectativas sociales que al resto de 
mujeres, pero se les cuestiona por su incapacidad por cumplirlos. Debido a 
dicha particular forma de discriminación, se requieren medidas específicas 
para su atención y para la protección de sus derechos humanos (MIMP, 2021, 
p. 16-17).

Recordemos que  es necesario considerar la dependencia en la que 
pueda encontrarse la persona con discapacidad en relación con su familia. 
Por lo mismo, el agresor podría ser un miembro de esta. Lo mencionado también 
ocurre en el caso de mujeres sin discapacidad, pero se debe tener presente que, 
en el caso de las personas y mujeres con discapacidad, la dependencia se basa en 
factores económicos y necesidades de cuidado. (MIMP, 2021)

Es así que, en los programas para la reeducación y reinserción de agresores, también 
se debe contar con espacios donde se visibilice la violencia contra las mujeres con 
discapacidad. Esto, además, permitirá visibilizar formas de violencia que pueden 
pasar desapercibidas por ser consideradas actos de mera negligencia contra este 
colectivo. 



MÓDULO 2
PAUTAS PARA LA PREVENCIÓN DE LA 
VIOLENCIA  DE GÉNERO DESDE UN 
ENFOQUE DE DISCAPACIDAD 

Las estrategias de prevención de violencia de género, incluyendo la reinserción de 
personas agresoras, deben implementar el enfoque de discapacidad con la finalidad 
de no perpetuar estereotipos ni ningún tipo de discriminación hacia las personas 
con discapacidad. El presente módulo tiene por finalidad conocer las obligaciones 
de los gobiernos regionales y locales en la prevención de la violencia de género y 
plantear algunas pautas estratégicas en los procesos de creación, implementación 
y evaluación de los servicios de prevención.



A nivel internacional, el Perú es Estado parte de dos instrumentos internacionales 
que se centran en la lucha contra la violencia de género:

Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer 

•	 Tiene como objetivo la eliminación de la discriminación 
contra la mujer en todas sus formas y para ello insta a los 
Estados a tomar decisiones para lograr dicho fin en todas las 
esferas.

•	 El artículo 5 de la Convención sobre la eliminación de todas 
las formas de discriminación contra la mujer, establece que 
los Estados deberán tomar todas las medidas apropiadas 
para modificar los patrones socioculturales, donde se 
incluyen las prácticas consuetudinarias.

•	 La Recomendación General Nº 19 del Comité para la 
eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer reconoce que la discriminación es una forma de 
violencia contra la mujer.

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer

•	 Tiene como objetivo que los Estados parte tomen acciones 
para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la 
mujer. Algunas medidas:

•	 Fomentar el conocimiento y la observancia del derecho de 
la mujer a una vida libre de violencia y el derecho de la 
mujer a que se respeten y protejan sus derechos humanos.

•	 Modificar los patrones socioculturales de conducta de 
hombres y mujeres.

•	 Fomentar la educación y capacitación del personal en la 
administración de justicia, policial y demás funcionarios 
encargados de la aplicación de la ley, así como del personal 
a cuyo cargo esté la aplicación de las políticas públicas de 
prevención, sanción y eliminación de la violencia contra la 
mujer.

•	 Suministrar los servicios especializados.

UNIDAD 6:
¿Cuáles son las obligaciones del 
Estado peruano para la prevención 
de la violencia de género?
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Otros instrumentos internacionales han reconocido que las mujeres con discapacidad 
son un grupo en situación de vulnerabilidad y están sometidas a desventajas sociales, 
culturales y económicas de forma interseccional. Entre los principales instrumentos 
de protección que reconocen esta interseccionalidad se encuentran:

•	 Programa de Acción Mundial para las Personas con Discapacidad (1982). 
Estrategia global que reconoce que las mujeres con discapacidad 
constituyen un grupo especial de protección con obstáculos concretos 
para acceder a salud, educación y empleo.

•	 Normas Uniformes sobre la Igualdad de Oportunidades para las Personas 
con Discapacidad (1993). Reclamó especial atención a las mujeres con 
discapacidad, quienes no lograban la igualdad de oportunidades en 
condiciones de igualdad.Declaración y Plataforma de Acción Beijing (1995)

•	 Declaración y Plataforma de Acción Beijing (1995). Desarrolló medidas de 
fortalecimiento del empoderamiento de las mujeres y niñas, incluyendo el 
enfoque de discapacidad.

•	 Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad (2006) 
y su protocolo Facultativo, donde se reconocieron las múltiples formas 
de discriminación a las que hacen frente las mujeres y las niñas con 
discapacidad, y donde los Estados Parte se comprometieron a adoptar 
medidas para velar porque se disfrute de todos los derechos humanos y 
libertades fundamentales de forma plena y en condiciones de igualdad.

El Perú, en línea con estos instrumentos, ha trabajado para lograr la prevención de 
la violencia basada en género y cumplir con las obligaciones internacionales. 

•	 En el año 2015, se aprobó la Ley N.º 30364, Ley para prevenir, sancionar 
y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo 
familiar. Para lograr el objetivo de esta norma, se involucra a todos los 
sectores del Estado a través del Sistema Nacional para la prevención, 
sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres y los integrantes 
del grupo familiar. La norma, además, establece que es política del 
Estado la prevención de la violencia. Entre los servicios que desarrolla se 
encuentran los Hogares de Refugio Temporal y los Centros de Atención 
Institucional. Si bien la norma no desarrolla el enfoque interseccional, 
esta debe ser leída en conjunto con los tratados internacionales suscritos 
por el Perú y las normas en favor de las personas con discapacidad.

•	 A través del Decreto Supremo N.º 022-2021-MIMP, se publicó la Estrategia 
Nacional de Prevención de la Violencia de Género contra las Mujeres 
“Mujeres libres de violencia”. La estrategia reconoce que “las diversas formas 
de discriminación deben ser abordadas desde un enfoque interseccional” 
(2021, p. 5) e incorpora el enfoque de discapacidad como transversal (2021, 
p. 12). Esta gira en torno a los siguientes objetivos: (i) Desnaturalizar la 
violencia de género contra las mujeres, en los entornos de socialización y 
convivencia; (ii) Promover la autonomía de las mujeres; (iii) Fortalecer una 
cultura de igualdad y respeto mediante el fortalecimiento de capacidades 
y habilidades a lo largo de la vida formando prácticas normativas; (iv) 
Garantizar una gestión efectiva articulada y de modelo multiactor de las 
intervenciones que previenen la  violencia de género contra las mujeres.



34

La violencia de género debe prevenirse y existen estrategias primarias, secundarias 
y terciarias para efectuarlo, de acuerdo con el momento de intervención de la 
violencia. Así, a continuación, se presentan las obligaciones de los gobiernos 
regionales y las obligaciones de los gobiernos locales en materia de prevención de 
la violencia en estas tres dimensiones.

7.1. Gobiernos regionales y locales: Obligaciones generales

Artículo 6 de la Ley N.º 
28983, Ley de Igualdad 
de Oportunidades entre 
mujeres y hombres

•	 Desarrollar políticas, planes y programas para la 
prevención de la violencia en todas sus formas y en todos 
los espacios, en especial la ejercida contra las mujeres. 

•	 Garantizar el derecho a la salud en cuanto a la 
disponibilidad, calidad, aceptabilidad y accesibilidad a 
los servicios, con especial énfasis en la vigencia de los 
derechos sexuales y reproductivos, la prevención del 
embarazo adolescente, y en particular el derecho a la 
maternidad segura.

•	 Garantizar que los programas de salud den cobertura 
integral a la población en situación de extrema pobreza y 
pobreza, en los riesgos de enfermedad y maternidad, sin 
discriminación alguna, de acuerdo con ley.

•	 Promover el desarrollo pleno y equitativo de todos los 
niños, niñas y adolescentes, asegurándoles una educación 
sexual integral con calidad científica y ética.

•	 Perfeccionar el sistema de estadística oficial, 
incorporando datos desagregados por sexo, área 
geográfica, etnia, discapacidad y edad.

Artículo 7 de la Ley N.º 
30314, Ley para prevenir y 
sancionar el acoso sexual 
en espacios públicos

•	 Implementar medidas de prevención de actos de 
acoso sexual en espacios públicos en sus planes 
operativos institucionales.

•	 Brindar capacitación a su personal, en especial a los 
miembros de sus servicios de seguridad.

Artículo 29 de la Ley N.º 
30364, Ley para prevenir, 
sancionar y erradicar 
la violencia contra las 
mujeres y los integrantes 
del grupo familiar y 
artículo 87 del reglamento 
de la Ley N.º 30364.

•	 Crear y gestionar Hogares de Refugio Temporal y 
otros servicios de protección a favor de las víctimas de 
violencia contra las mujeres e integrantes del grupo 
familiar, en coordinación con el Ministerio de la Mujer y 
Poblaciones Vulnerables.

•	 Adecuar los servicios de protección de víctimas al 
marco de respeto a la diversidad cultural, origen étnico, 
género, edad y condición de discapacidad.

UNIDAD 7:
¿Cuál es el rol de los gobiernos 
regionales y locales en la prevención 
de la violencia? 
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Artículo 36 de la Ley N.º 
29973

•	 Promover y garantizar el aprendizaje del sistema 
braille, la lengua de señas y otros modos, medios 
y formatos de comunicación en las instituciones 
educativas.

Artículo 27 del Reglamento 
de la Ley N.º 30364

•	 Crear y gestionar programas dirigidos a varones 
para prevenir conductas violentas y otros servicios de 
protección a favor de las víctimas de violencia contra la 
mujer e integrantes del grupo familiar, en coordinación 
con el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables.

Artículo 94 del 
Reglamento de la Ley N.º 
30364

•	 Implementar los procesos de intervención para la 
reeducación de personas sentenciadas y adolescentes 
responsables por actos de violencia contra las mujeres 
e integrantes de grupo familiar, en coordinación con 
el Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, el 
Instituto Nacional Penitenciario, el Ministerio de Salud y 
el Poder Judicial.

Resolución Ministerial N.º 
034-2019-MIMP

•	 Hacer seguimiento y sumarse a las acciones que realiza 
el Comité Intergubernamental para la igualdad de 
género y las poblaciones vulnerables.

En la Política Nacional de Igualdad de Género, aprobada por Decreto Supremo N.º 
008-2019-MIMP se obliga a los gobiernos regionales y locales a realizar los siguientes 
servicios relacionados a la prevención de la violencia de género con enfoque de 
discapacidad:

Servicio Persona Proveedor

1 Provisión, a nivel nacional, de métodos 
de planificación familiar, oportuna, con 
pertinencia cultural y de calidad.

Mujeres, incluyendo 
las que viven con VIH, 
mujeres privadas 
de libertad y otros 
grupos vulnerables 
y desfavorecidos de 
mujeres.

MINSA
Todos los niveles 
de atención 
del sistema de 
salud, según 
corresponda.

2 Atención y consejería especializada 
para población adolescente, en salud 
sexual y reproductiva libre de violencia, 
promoviendo relaciones igualitarias de 
manera oportuna, con enfoque de género 
y pertinencia cultural.

Adolescentes MINSA
Todos los niveles 
de atención 
del sistema de 
salud, según 
corresponda.

3 Acompañamiento y consejería 
a las familias para compartir las 
responsabilidades de cuidado, desarrollar 
relaciones igualitarias inclusivas, 
respetuosas y libres de violencia 
entre sus integrantes y transformar 
patrones y prácticas socioculturales de 
subordinación femenina.

Familias pobres y en 
riesgo social
Familias jefaturadas 
por mujeres
Familias y 
comunidades de 
pueblos originarios
Familias 
afrodescendientes

MIMP
Gobiernos 
regionales
Gobiernos 
Locales
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El 5 de junio de 2021, con Decreto Supremo N.º  007-2021-MIMP se aprueba la Política 
Nacional Multisectorial en Discapacidad para el Desarrollo al 2030. En ella existen 
los siguientes servicios relacionados con la prevención de la violencia de género 
con enfoque de discapacidad que vinculan a los gobiernos regionales y locales:

Servicio Persona Proveedor

1 Asesoría y capacitación 
para fortalecer la 
participación social de las 
organizaciones de personas 
con discapacidad

Mujeres, incluyendo las 
que viven con VIH, mujeres 
privadas de libertad y 
otros grupos vulnerables y 
desfavorecidos de mujeres.

MINSA
Todos los niveles de 
atención del sistema 
de salud, según 
corresponda.

2 S4. Sistema de apoyo 
para la autonomía y vida 
independiente de las 
personas con discapacidad

Adolescentes MINSA
Todos los niveles de 
atención del sistema 
de salud, según 
corresponda.

3 S5. Orientación y soporte 
en integración familiar a 
los hogares que tienen 
un integrante con 
discapacidad.

Familias pobres y en riesgo 
social
Familias jefaturadas por 
mujeres
Familias y comunidades de 
pueblos originarios
Familias afrodescendientes

MIMP
Gobiernos regionales
Gobiernos Locales

4 S6. Capacitación laboral 
para las personas con 
discapacidad

Personas con discapacidad en 
edad de trabajar.

MTPE
Gobiernos Regionales.

5 S7. Dotación de 
mecanismos de orientación 
y asesoramiento para las 
personas con discapacidad 
para la inserción laboral.

Personas con discapacidad 
desocupadas. Empresas 
privadas.

MTPE
Gobiernos Regionales.

6 S10. Capacitación para la 
atención de las personas 
con discapacidad en los 
establecimientos de salud.

Personal de la salud y 
personal administrativo de 
los establecimientos públicos 
de salud del primer, segundo 
y tercer nivel de atención o 
sus equivalentes, a cargo del 
MINSA, ESSALUD, MININTER, 
MINDEF

MINSA
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7 S19. Acompañamiento 
especializado para el 
ejercicio de la capacidad 
jurídica de las personas con 
discapacidad.

Personas con discapacidad 
que solicitan apoyo para el 
ejercicio de su capacidad 
jurídica o cuentan con un 
curador. 
Operadores de justicia que 
designan apoyos. Notarios y 
notarias.
Servidores OREDIS y OMAPED

CONADIS. MINJUSDH.
Poder Judicial. 
Gobiernos Locales.

8 S21. Concientización para 
el respeto de los derechos 
de las personas con 
discapacidad

Ciudadanía en general. CONADIS. 
Gobiernos regionales.

9 S25. Creación y adecuación 
de infraestructura y 
equipamiento urbano 
accesible

Personas con discapacidad 
que residen o se desplazan 
en los distritos ubicados en 
ciudades mayores y de la 
Metrópoli Nacional.

MVCS.
Gobiernos Locales

Es responsabilidad de los gobiernos regionales y locales planificar, implementar y 
evaluar estos servicios. 

Cabe precisar que, además de las obligaciones antes descritas, es necesario 
precisar que los funcionarios y las funcionarias de la gestión pública deben conocer 
a profundidad la Política Nacional de Igualdad de Género y la Política Multisectorial 
para las personas con discapacidad, ya que estas deben ser concretadas a nivel local, 
distrital y provincial. En ese sentido, es necesario reforzar el rol de las Defensoría 
Municipal del Niño y el Adolescente, OREDIS y OMAPED para la atención y prevención 
de casos de violencia de género hacia las personas con discapacidad, así como de 
la unidad encargada del gobierno regional de estas oficinas. Ello debido a que 
son estas las entidades encargadas de implementar dichas políticas en el ámbito 
regional y local. Por ejemplo, si una política establece como uno de sus objetivos 
prioritarios garantizar el acceso y participación de las mujeres en los espacios de 
toma de decisión (Objetivo Prioritario 3); esto debe ser ejecutado en articulación 
con las entidades competentes de todos los niveles de gobierno. 
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7.2. Obligaciones de los gobiernos regionales específicas en materia de 
prevención de la violencia de género con enfoque de discapacidad:

Inciso 14.1 del 
artículo 45 
de la Ley N.º 
30364

•	 Formular políticas, regular, dirigir, ejecutar, promover, supervisar y 
controlar planes, políticas y programas regionales, para prevenir 
toda forma de violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo 
familiar.

•	 Crear y conducir las instancias regionales de concertación, para 
promover la articulación y el funcionamiento del Sistema Nacional en 
su jurisdicción.

•	 Incluir en sus planes de seguridad ciudadana acciones de prevención 
y lucha contra la violencia hacia la mujer e integrantes del grupo 
familiar, así como el monitoreo de la efectividad de tales acciones en 
los espacios de coordinación de los Comités Regionales de Seguridad 
Ciudadana.

2 Artículo 33 
de la Ley N.º 
29973

•	 Garantizar la disponibilidad y el acceso de la persona con discapacidad 
a medicamentos de calidad, tecnologías de apoyo, dispositivos y 
la ayuda compensatoria necesaria para su atención, habilitación y 
rehabilitación, tomando en cuenta su condición socioeconómica, 
geográfica y cultural, junto con el Ministerio de Salud.

Artículo 36 
de la Ley N.º 
29973

•	 Garantizar la adecuación de la infraestructura física, mobiliario 
y equipos de las instituciones educativas para la atención de la  
persona con discapacidad, así como la distribución de material 
educativo adaptado y accesible, junto con el MINEDU.

Artículo 37 
de la Ley N.º 
29973

•	 Garantizar la prestación de servicios de apoyo y acompañamiento 
para la inclusión del estudiante con discapacidad, así como la 
formación y capacitación permanente del personal directivo, 
docente y administrativo en cuestiones relativas a la discapacidad y 
los derechos de la persona con discapacidad, junto con el MINEDU. 
Para tal fin, asignan los recursos necesarios para el adecuado 
funcionamiento de los centros de educación básica especial.
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Artículo 
83-A del 
Reglamento 
de la Ley N.º 
29973

•	 Formular, implementar, realizar el seguimiento y evaluar las 
intervenciones en discapacidad a nivel regional, acorde con las 
políticas nacionales.

•	 Proveer bienes y servicios dirigidos a la inclusión de las personas con 
discapacidad apropiadas a la realidad regional y basadas en evidencia.

•	 Articular con los gobiernos locales la adecuación del marco estratégico, 
a efecto que guarde concordancia con la política nacional en materia 
de discapacidad; así como brindar el soporte institucional necesario.

•	 Recopilar información sobre los bienes y servicios que prestan los 
gobiernos locales a las personas con discapacidad y remitir reportes 
sobre dichas acciones al CONADIS.

•	 Incorporar en su accionar la perspectiva de discapacidad de manera 
transversal en el diseño, implementación, seguimiento y evaluación 
de sus intervenciones.

•	 Realizar el seguimiento y evaluar la cobertura y calidad de los bienes y 
servicios, en materia de discapacidad, que prestan los gobiernos locales.

•	 Desarrollar los procesos de consulta previo a la aprobación de normas 
legislativas y administrativas, políticas y programas sobre cuestiones 
relativas a la discapacidad, de acuerdo con los mecanismos e 
instrumentos establecidos por el CONADIS.

Artículo 
80 del 
Reglamento 
de la Ley N.º 
30364

•	 Implementar los lineamientos de política en salud pública para 
la prevención de la violencia y la atención relacionada con el 
tratamiento y rehabilitación de personas agresoras, a través de las 
Direcciones y Gerencias Regionales de Salud.

•	 Implementar servicios y programas especializados dirigidos a la 
recuperación integral de las víctimas, especialmente de la salud mental, 
a través de psicoterapias o programas de salud mental comunitaria.

•	 Brindar los servicios para la recuperación de las secuelas físicas 
causadas por episodios de violencia.
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7.3. Obligaciones de los gobiernos locales específicas en materia de prevención 
de la violencia de género con enfoque de discapacidad

Inciso 14.2 del 
artículo 45 de la 
Ley N.º 30364

•	 Formular políticas, regular, dirigir, ejecutar, promover, supervisar y 
controlar planes, políticas y programas locales y comunitarios, para 
prevenir toda forma de violencia contra las mujeres y los integrantes 
del grupo familiar.

•	 Crear y conducir las instancias, provinciales y distritales de 
concertación, para promover la articulación y el funcionamiento del 
Sistema Nacional en su jurisdicción.

•	 Implementar servicios de atención, reeducación y tratamiento para 
personas agresoras, con los enfoques establecidos en la presente ley.

•	 Implementar servicios de prevención frente a la violencia contra 
las mujeres y los integrantes del grupo familiar, a través de acciones 
de empoderamiento social y económico de las víctimas de violencia 
y programas preventivos, grupos de reflexión dirigidos a hombres 
para promover relaciones igualitarias y libres de violencia.

•	 Incorporar en sus planes de seguridad ciudadana acciones de 
prevención de la violencia hacia la mujer e integrantes del grupo 
familiar, así como el monitoreo de la efectividad de tales acciones 
en los espacios de coordinación de los Comités Provinciales de 
Seguridad Ciudadana y Comités Distritales de Seguridad Ciudadana.

Artículo 83-B de 
la Ley N.º 29973

•	 Formular, ejecutar, realizar el seguimiento y evaluar las intervenciones 
en discapacidad a nivel local, acorde con las políticas nacionales 
aprobadas en la materia.

•	 Liderar la organización y canalización de la participación de las 
personas con discapacidad, sus familias, y organizaciones que 
reivindican sus derechos para programar intervenciones que logren 
su plena inclusión.

•	 Canalizar las necesidades y demandas basadas en evidencia de 
las personas con discapacidad con los gobiernos regionales para la 
provisión de bienes y servicios.

•	 Introducir en su accionar la perspectiva de discapacidad de 
manera transversal en el diseño, implementación, seguimiento y 
evaluación de sus intervenciones.

•	 Desarrollar los procesos de consulta previo a la aprobación de 
normas legislativas y administrativas, políticas y programas 
sobre cuestiones relativas a la discapacidad, de acuerdo con los 
mecanismos e instrumentos establecidos por el CONADIS.

•	 Colaborar con otras entidades del sector público o privado para 
la prestación de bienes y servicios a favor de las personas con 
discapacidad, a través de convenios interinstitucionales de cogestión 
o cofinanciamiento para optimizar sus operaciones o gestión interna 
para prestar sus servicios y trámites.

Artículo 23-B 
del Reglamento 
de la Ley N.º 
30364

•	 Si el juzgado de familia lo dispone, la supervisión de la medida de 
protección, de acuerdo con sus competencias; con la finalidad de 
evitar otro acto de violencia.
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Las acciones antes referidas requieren la intervención de las oficinas especializadas 
en discapacidad, las cuales serán abordadas en el apartado siguiente.

7.3. Obligaciones de los gobiernos locales específicas en materia de prevención 
de la violencia de género con enfoque de discapacidad

a. La Oficina Municipal de Atención a las Personas con Discapacidad (OMAPED)

Es deber de las municipalidades provinciales y distritales contemplar en su 
estructura orgánica a esta oficina y contemplar en su presupuesto anual los recursos 
necesarios para su adecuado funcionamiento y la implementación de políticas y 
programas sobre cuestiones relativas a la discapacidad (artículo 70 de la Ley N.º 
29973 y 79 de su Reglamento). Esta oficina tiene las siguientes funciones, las cuales 
deberán ser realizadas desde el enfoque de discapacidad:

•	 Promover y proponer que, en la formulación, el planeamiento y la 
ejecución de las políticas y los programas locales, se tomen en cuenta, 
de manera expresa, las necesidades e intereses de la persona con 
discapacidad.

•	 Coordinar, supervisar y evaluar las políticas y programas locales sobre 
cuestiones relativas a la discapacidad.

•	 Participar de la formulación y aprobación del presupuesto local para 
asegurar que se destinen los recursos necesarios para la implementación 
de políticas y programas sobre cuestiones relativas a la discapacidad.

•	 Coordinar y supervisar la ejecución de los planes y programas nacionales 
en materia de discapacidad.

•	 Promover y organizar los procesos de consulta de carácter local.
•	 Promover y ejecutar campañas para la toma de conciencia respecto de 

la persona con discapacidad, el respeto de sus derechos y de su dignidad, 
y la responsabilidad del Estado y la sociedad para con ella.

•	 Difundir información sobre cuestiones relacionadas a la discapacidad, 
incluida información actualizada acerca de los programas y servicios 
disponibles para la persona con discapacidad y su familia.

•	 Administrar el Registro Municipal de la Persona con Discapacidad en el 
ámbito de su jurisdicción, considerando los lineamientos emitidos por el 
Registro Nacional de la Persona con Discapacidad.

•	 Supervisar el cumplimiento de la Ley General de la Persona con 
Discapacidad en el ámbito de su competencia y denunciar su 
incumplimiento ante el órgano administrativo competente.

•	 Gestionar información que les permite contar con una base de datos 
actualizada de organizaciones de protección a las personas con 

Artículo 32 
de la Ley N.º 
30364 y 96 del 
Reglamento de 
la Ley N.º 30364.

•	 Implementar programas y servicios de atención para la 
recuperación y tratamiento especializados para personas 
agresoras remitidas por los Juzgados o que se encuentren en 
libertad.
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discapacidad, así como datos de personas con discapacidad domiciliadas 
en sus jurisdicciones, precisando las características específicas de 
su situación (tipo de discapacidad, nivel de gravedad, dispositivos o 
productos de apoyo que utilizan, datos sobre su autonomía y necesidad 
de asistencia personal), de ser el caso, los datos de la persona a cargo 
de su cuidado; así como la localización exacta de su vivienda. Dicha 
información sirve para facilitar la atención y asistencia a las personas con 
discapacidad de su jurisdicción y en los casos que corresponda deber ser 
puesta a disposición de las entidades que lo soliciten para los mismos 
fines en el marco de la emergencia, de acuerdo con sus competencias.

•	 Elaborar estrategias, planes, acciones o cualquier otra herramienta de 
gestión multianual pertinente para lograr el acceso de tecnologías 
de apoyo, dispositivos y ayudas compensatorias para personas con 
discapacidad. (OMAPED y OREDIS, artículo 33 de la Ley N.º 29973).

La implementación y funcionamiento de la Oficina Municipal de Atención a 
las Personas con Discapacidad - OMAPED se financia con cargo al presupuesto 
institucional del gobierno local, en el marco de la normativa vigente (artículo 79 del 
Reglamento de la Ley N.º 29973). 

A continuación, se presenta la incorporación del enfoque de discapacidad en las 
labores de la OMAPED:

Reconocimiento 
de capacidad 
jurídica

•	 Hablar directamente con la persona con discapacidad.
•	 La persona con discapacidad debe brinda el consentimiento 

para su participación.
•	 En caso la persona cuente con un apoyo para el ejercicio de su 

capacidad jurídica, se debe permitir la participación de este.
•	 La realización de registros debe considerar la participación 

de las personas con discapacidad.
•	 Los procesos de consulta desarrollados deben considerar 

una estrategia que asegure la participación efectiva de las 
personas con discapacidad.

•	 Las tecnologías de apoyo que se implementen deben 
coadyuvar en garantizar que estas ayudan a la autonomía de 
las personas con discapacidad.

Erradicación de 
estereotipos

•	 Ejecutar campañas para la toma de conciencia respecto 
de los derechos humanos de la persona con discapacidad, 
considerando que lo que se busca destruir son los estereotipos 
que consideran erróneamente que la discapacidad está en la 
persona y no en el entorno. 

•	 La información que se difunde sobre las personas con 
discapacidad debe fomentar su autonomía y estar orientada 
a erradicar los estereotipos antes desarrollados.

•	 Las campañas para la eliminación de estereotipos capacitistas 
debe incluir la participación efectiva de la sociedad civil 
organizada que la OMAPED/OREDIS tiene identificada, 
con la finalidad que el alcance de las mismas sea mayor y 
representativo.
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b. La Oficina Regional de Atención a las Personas con Discapacidad (OREDIS)

Los gobiernos regionales y la Municipalidad Metropolitana de Lima deben contar 
en su estructura orgánica con una Oficina Regional de Atención a las Personas 
con Discapacidad (OREDIS) y, además, contemplar en su presupuesto anual los 
recursos necesarios para su adecuado funcionamiento y la implementación de 
políticas y programas sobre cuestiones relativas a la discapacidad (artículo 69 de la 
Ley N.º  29973).

La OREDIS tiene las siguientes funciones que deberán ser realizadas desde el 
enfoque de discapacidad:

•	 Formular, planificar, dirigir, coordinar, ejecutar, supervisar y evaluar las 
políticas y programas regionales en materia de discapacidad.

•	 Promover y proponer que, en la formulación, el planeamiento y la 

Accesibilidad •	 La infraestructura de las instalaciones de la OMAPED/
OREDIS debe permitir el tránsito de las personas con 
discapacidad. Para ello, las puertas deben medir por lo 
menos 1.20 cm de ancho para las principales y 90 cm para 
las interiores (Ministerio de Vivienda, 2019). Asimismo, deben 
contar con rampas, señalética en braille, entre otras medidas, 
debiéndose aplicar la Norma A-120 del Reglamento Nacional 
de Edificaciones que se encuentra en vigencia. La OMAPED/
OREDIS debe tener el rol de promover la accesibilidad en 
toda la municipalidad de la que es parte.

•	 La información proporcionada en el espacio físico y en el 
espacio virtual que se brinde debe estar en formato accesible. 
Entre ellos, considerar el formato braille, material que pueda 
ser leído por lector de textos y contar con una intérprete de 
lengua de señas para la atención de personas sordas, de ser 
necesario. Considerando la discapacidad intelectual, se debe 
prever un lenguaje sencillo y claro. En ningún supuesto, se 
debe causar falsas expectativas.

•	 Dado que la OMAPED/OREDIS, tiene rol en la programación 
de presupuesto, debe considerar los gastos de accesibilidad 
para la implementación de los servicios municipales, en 
cuanto a infraestructura y recursos humanos.

Ajustes 
razonables

•	 Siempre preguntar o anticiparse al ajuste razonable que 
pueda necesitar la persona con discapacidad.

•	 Considerar que puede ser necesario flexibilizar los tiempos 
de atención. Por ejemplo, se puede dar el caso de una 
persona con discapacidad que necesite descansos durante 
la reunión, explicación o entrevista.

•	 El personal de OMAPED/OREDIS debe estar debidamente 
capacitado en temas de discapacidad y violencia de género, 
en articulación con otras instancias municipales, para saber 
identificar cuándo se requiere un ajuste razonable.
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ejecución de las políticas y los programas regionales se tomen en 
cuenta, de manera expresa, las necesidades e intereses de las personas 
con discapacidad.

•	 Promover que, en la formulación y aprobación del presupuesto regional, 
se destinen los recursos necesarios para la implementación de políticas 
y programas transversales y multisectoriales sobre cuestiones relativas a 
la discapacidad.

•	 Coordinar y supervisar la ejecución de los planes y programas nacionales 
en materia de discapacidad.

•	 Promover y organizar los procesos de consulta de carácter regional.
•	 Promover y ejecutar campañas para la toma de conciencia respecto de 

la persona con discapacidad, el respeto de sus derechos y de su dignidad, 
y la responsabilidad del Estado y la sociedad para con ella.

•	 Difundir información sobre cuestiones relacionadas a la discapacidad, 
incluida información actualizada acerca de los programas y servicios 
disponibles para la persona con discapacidad y su familia.

•	 Supervisar el cumplimiento de lo dispuesto en la Ley General de la 
Persona con Discapacidad en el ámbito de su competencia y denunciar 
su incumplimiento ante el órgano administrativo competente.

•	 Administrar el Registro Regional de la Persona con Discapacidad en el 
ámbito de su jurisdicción, considerando los lineamientos emitidos por el 
Registro Nacional de la Persona con Discapacidad.

•	 Gestionar información regional sobre personas con discapacidad y 
organizaciones de protección a las mismas, a partir de la información 
que de las Oficinas Municipales de Atención a las Personas con 
Discapacidad (OMAPED) con relación a las personas con discapacidad 
domiciliadas en sus jurisdicciones (mapeo e identificación de las personas 
con discapacidad). Dicha información sirve para facilitar la atención y 
asistencia a las personas con discapacidad de su jurisdicción y en los 
casos que corresponda deber ser puesta a disposición de las entidades 
que lo soliciten para los mismos fines en el marco de la emergencia, de 
acuerdo con sus competencias.

Las OREDIS, o las que hagan sus veces, establecen el marco estratégico y articulan 
las intervenciones en materia de discapacidad bajo su jurisdicción a través de las 
unidades de organización de línea del gobierno regional o de la Municipalidad 
Metropolitana de Lima, y en coordinación con las municipalidades, a través de las 
OMAPED, o las que hagan sus veces. 

La implementación y funcionamiento de la OREDIS se financia con cargo 
al presupuesto institucional del gobierno regional o de la Municipalidad 
Metropolitana de Lima, según corresponda en el marco de la normativa vigente. 
Para incorporar el enfoque de discapacidad en este servicio es necesario tomar 
en consideración el servicio a) desarrollado.
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c. Servicios relacionados con la prevención de la violencia de género y enfoque 
de discapacidad

Adicionalmente a los dos órganos anteriormente explicados, es necesario que se 
conozca los principales servicios que contribuyen a la prevención secundaria y 
terciaria de la violencia de género y que deben incluir el enfoque con discapacidad.

Los gobiernos regionales y locales son responsables de la gestión y administración 
de nuevos Centros de Atención Institucional, los Observatorios regionales de la 
violencia de género y los Hogares de Refugio Temporal. Sin embargo, se ha incluido a 
los Centros Emergencia Mujer, servicio donde el Ministerio de la Mujer y Poblaciones 
Vulnerables es el ente rector, debido a la importancia y potencial articulación para la 
prevención de la violencia de género. Finalmente, existen algunos servicios y espacios 
de articulación que también son relevantes para la prevención de la violencia de 
género hacia personas con discapacidad que no están incluidos en este acápite 
debido a la extensión del texto, pero sin duda reflejan la complejidad del abordaje 
de las estrategias para combatir la discriminación y violencia interseccional que 
existe (p.ej. Defensoría Municipal del Niño y el Adolescente, Estrategia Hombres por 
la Igualdad, etc.).

Centros de atención institucional – Servicio a cargo del Programa Nacional 
Aurora y gobiernos regionales

Son centros públicos especializados, interdisciplinarios y gratuitos que brindan 
atención integral para contribuir al cese de la conducta violenta de hombres 
sentenciados por violencia contra la pareja o en proceso de sanción para la 
reeducación de sus creencias, percepciones, ideas y pensamientos sobre la mujer, 
teniendo como finalidad la protección de la víctima (artículo 66 de la Resolución 
Ministerial N.º 093-2020-MIMP). 

Si bien a la fecha no existe un protocolo de atención de estos centros, es necesario 
recordar que es deber de todo el Estado transversalizar el enfoque de discapacidad 
en los mismos. Así, por ejemplo, la norma que apruebe la Ficha de Registros de 
Casos del Centro de Atención Institucional no debe perpetuar estereotipos ni 
discriminación contra las personas con discapacidad. 

Cabe precisar que, desde el 2016, la Ley N.º 30364 otorgó a los gobiernos locales 
y regionales la responsabilidad de implementar programas y servicios de 
reeducación dirigidos a las personas agresoras. En ese sentido, es obligación de 
estos implementar centros de atención a personas agresoras en su integridad. A 
continuación, se presentan medidas específicas para transversalizar el enfoque de 
discapacidad:
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Hogares de Refugio Temporal - Servicio a cargo de Aurora, gobiernos 
regionales y locales 

Es un lugar de acogida temporal para mujeres víctimas de violencia que se 
encuentren en situación de riesgo de feminicidio o peligre su integridad y/o salud 
física o mental por dicha violencia, así como para sus hijos e hijas víctimas de violencia 
en su entorno familiar. Brindan protección, albergue, alimentación y atención 
multidisciplinaria especializada desde una perspectiva de género, de acuerdo 
con las necesidades específicas, propiciando el cese de la violencia y facilitando 
un proceso de atención y recuperación integral, que le permitan reinsertarse a la 
sociedad (MIMP, 2016).

Este servicio, que debe ser planificado e implementado por los gobiernos regionales 
y locales, debe admitir a las mujeres en su diversidad; por lo tanto, se debe asegurar 
el ingreso de: mujeres con discapacidad, mujeres LGTBI, mujeres indígenas, entre 
otras. En el caso del primer grupo, la CDPCD señala expresamente que los Estados 
deben adoptar medidas para “proteger a las personas con discapacidad, tanto en el 
seno del hogar como fuera de él, contra todas las formas de violencia, explotación y 
abuso, incluidos los aspectos relacionados con el género”.

Reconocimiento 
de capacidad 
jurídica

1.	 El servicio no debe excluir a las personas con discapacidad 
agresoras.

Erradicación de 
estereotipos

1.	 El estereotipo de peligrosidad contra las personas con 
discapacidad mental vulnera el ejercicio de sus derechos. Todas 
las personas con discapacidad pueden ser parte de los servicios 
del Centro de Atención Institucional.

Accesibilidad 1.	 La infraestructura del servicio para las personas agresoras 
debe estar ubicado en un lugar accesible y estar construida 
considerando que será utilizada por las personas con 
discapacidad, debiéndose aplicar la Norma A-120 del Reglamento 
Nacional de Edificaciones que se encuentra en vigencia.

2.	 El servicio tiene que contar medidas que aseguren el acceso a la 
información de las personas con discapacidad usuarias (personas 
que hablen lenguaje de señas, incorporar lenguaje braille de 
señalización, audiotexto, por escrito, lenguaje sencillo, etc.). 

Ajustes 
razonables

3.	 Siempre preguntar o anticiparse al ajuste razonable que pueda 
necesitar la persona con discapacidad.

4.	 Asimismo, hay que considerar que puede ser necesario 
flexibilizar los tiempos de atención. Por ejemplo, se puede dar el 
caso de una persona con discapacidad que necesite descansos 
durante la reunión, explicación o entrevista.

5 La Resolución de Dirección Ejecutiva N.º 043-2017-MIMP/PNCVFS-DE . Ver la Ficha: http://asista.pncvfs.gob.pe/
images/descarga/ficha-de-registro-de-casos-del-centro-de-atencion-institucional-frente-a-la-violencia-fami-
liar-cai2.pdf.
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6El Programa Nacional Aurora cuenta con 14 hogares de refugio temporal y se encarga de la supervisión de los 
demás, que están a cargo de los gobiernos regionales y locales, de acuerdo a las competencias anteriormente es-
tablecidas.

El 2012, la Relatora Especial sobre la violencia contra la mujer, sus causas y 
consecuencias, señaló que las mujeres con discapacidad víctimas de violencia 
enfrentan más riesgo de quedar sin hogar, así como de encontrarse en una situación 
de aislamiento social impuesto por la persona agresora. Por lo tanto, es esencial 
contar con hogares de refugio accesibles y libres de estereotipos.

Las mujeres con discapacidad, al igual que todas las mujeres, necesitan este servicio 
para evitar una nueva situación de riesgo y para recibir la atención multidisciplinaria 
necesaria para recuperarse de las afectaciones producidas. Además, es importante 
señalar que los Hogares de Refugio Temporal deberán articular con los demás 
servicios del Estado, como las comisarías y centros de salud, para garantizar los 
derechos de las víctimas. 

Reconocimiento 
de capacidad 
jurídica

1.	 La mujer con discapacidad es la usuaria del servicio. Por lo 
tanto, es ella a quien se le debe brindar toda la información 
para que decida voluntariamente si quiere acceder al 
mismo.

2.	 El servicio no debe excluir a las personas con discapacidad 
que han sido víctimas de violencia.

Erradicación de 
estereotipos

1.	 No se puede prohibir la participación de la persona con 
discapacidad en un servicio debido a estereotipos de 
peligrosidad, sobre todo en el caso de personas con 
discapacidad mental.

2.	 No se debe infantilizar a la persona con discapacidad. Los/as 
funcionarios/as deben brindarle toda la información necesaria 
pues es la usuaria del servicio.

Accesibilidad 3.	 La infraestructura del espacio debe estar ubicada en un lugar 
accesible y estar construida considerando que será utilizada 
por las personas con discapacidad, debiéndose aplicar la 
Norma A-120 del Reglamento Nacional de Edificaciones que 
se encuentra en vigencia.

4.	 El servicio tiene que contar medidas que aseguren el acceso 
a la información de las personas con discapacidad usuarias 
(personas que hablen lenguaje de señas, incorporar lenguaje 
braille de señalización, audiotexto, por escrito, lenguaje 
sencillo, etc.). 

Ajustes 
razonables

5.	 Siempre preguntar o anticiparse al ajuste razonable que 
pueda necesitar la persona con discapacidad.

6.	 Asimismo, hay que considerar que puede ser necesario 
flexibilizar los tiempos de atención. Por ejemplo, se puede 
dar el caso de una persona con discapacidad que necesite 
descansos durante la reunión, explicación o entrevista.
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Observatorios regionales de la violencia contra las mujeres – Servicio a 
cargo de los gobiernos regionales

Son mecanismos de articulación y coordinación de las Instancias Regionales de 
Concertación que brindan información, investigan y generan conocimiento sobre 
“la problemática de la violencia contra las mujeres e integrantes del grupo 
familiar, así como de las intervenciones generadas para su prevención, atención y 
protección de las víctimas, y/o sanción y reeducación de las personas agresoras, a 
través de la presentación de estadísticas, normativas (ordenanzas, resoluciones), red 
de servicios locales, entre otros” (MIMP, 2021f). Son creados a través de ordenanzas 
regionales por los gobiernos regionales a través de sus instancias, de acuerdo con 
lo establecido en el artículo 106 del Reglamento de la Ley N° 30364.

Es importante que el observatorio contribuya a la generación de información 
que rompa estereotipos considerando la diversidad de las mujeres, entre ellas, las 
mujeres con discapacidad:

Reconocimiento 
de capacidad 
jurídica

1.	 La generación de información que gestiona el observatorio y 
los eventos que realiza deben contar con la participación de 
la diversidad de personas con discapacidad. En ese sentido, 
los aportes realizados por este colectivo en su diversidad 
debe ser considerado en igualdad de condiciones para la 
construcción de la información.

Erradicación de 
estereotipos

2.	 Se debe sensibilizar al funcionariado a fin de que reconozcan 
los estereotipos respecto a las personas con discapacidad y 
eviten reproducirlos en sus funciones. 

3.	 En los eventos que se realicen, se debe contar con la 
participación de ponentes con discapacidad, lo que permitirá 
demostrar lo injustificado de los estereotipos.

Accesibilidad 4.	 La información brindada por los Observatorios Regionales 
debe estar en un formato accesible (p.ej. contar con lector de 
páginas web).

5.	 De implementarse videos, se debe contar con intérprete de señas 
para permitir el acceso a la información a las personas sordas.

Ajustes 
razonables

6.	 Siempre preguntar o anticiparse al ajuste razonable que 
pueda necesitar la persona con discapacidad.

7.	 Puede ser necesario flexibilizar los tiempos de atención. 
Por ejemplo, se puede dar el caso de una persona con 
discapacidad que necesite descansos durante la reunión, 
explicación o entrevista.

8.	 Es importante que exista una comunicación previa con las y 
los participantes de los eventos del Observatorio a fin de que 
estas personas indiquen los ajustes razonables que necesitarán 
para garantizar su participación en igualdad de condiciones.
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Centro Emergencia Mujer – Servicio del Programa Nacional Aurora

Los Centros Emergencia Mujer son servicios públicos especializados y gratuitos en 
los cuales se brinda orientación legal, defensa judicial y consejería psicológica. El 
Centro Emergencia Mujer también realiza actividades de prevención a través de 
capacitaciones, campañas comunicacionales, formación de agentes comunitarios 
y movilización de organizaciones. Actualmente, existen 245 CEM en convenio con 
municipalidades (MIMP, 2021b)

Con Resolución Ministerial N.º 100-2021-MIMP se aprobó el Protocolo de Atención 
del Centro Emergencia Mujer que desarrolla algunas consideraciones para las 
acciones de prevención y atención de las personas con discapacidad, las cuales se 
han clasificado en el siguiente cuadro:

7 Los Centros Emergencia Mujer tienen un papel central en el acceso a la justicia de víctimas de violencia. Por 
ello, en este servicio hablaremos de ajustes de procedimiento de acuerdo con lo desarrollado en la unidad 2 del 
módulo 1

Reconocimiento 
de capacidad 
jurídica

1.	 Dirigirse directamente a la persona con discapacidad utilizando 
lenguaje claro, sencillo y cordial. Utilizar formas adicionales de 
comunicación como imágenes, símbolos, lenguaje de señas, 
multimedia y tecnologías de la información y las comunicaciones.

2.	 Se debe permitir la participación del apoyo de la persona con 
discapacidad si esta así lo requiere.

3.	 Informar sobre la situación de violencia y las alternativas 
de solución, promoviendo el ejercicio de la autonomía de 
las personas con discapacidad y evitando actitudes de 
paternalismo, infantilización o utilizar diminutivos.

4.	 Identificar la necesidad de ayuda y cómo debe brindarse, 
adaptando orientaciones y explicaciones a la capacidad 
comprensiva de la persona; respetar los tiempos y formas de 
interacción sin interrumpir ni cuestionar; no exigir más de lo 
que pueden hacer, ni subestimar su capacidad. 

Erradicación de 
estereotipos

5.	 No se puede prohibir la participación de la persona con 
discapacidad en un servicio debido a estereotipos de peligrosidad, 
sobre todo en el caso de personas con discapacidad mental.

6.	 No se debe infantilizar a la persona con discapacidad. Los 
funcionarios y las funcionarias deben brindarle toda la 
información necesaria pues es la usuaria del servicio.

Accesibilidad 7.	 Implementar medidas de apoyo personalizadas y efectivas que 
permitan el ingreso al servicio, promoviendo el respeto de la autonomía, 
dignidad y manifestación de voluntad de la persona usuaria.  

8.	 Garantizar la accesibilidad física de las personas con 
discapacidad a las instalaciones del CEM. 

9.	 Atender a la persona con discapacidad sensorial con servicio de 
intérprete cuando así lo requiera.

Ajustes 
razonables

10.	 Adoptar ajustes de procedimiento adecuados a las condiciones 
particulares de la persona usuaria para garantizar el acceso 
a la justicia. Entre ellos, permitir el ingreso de una persona 
acompañante a las entrevistas, a solicitud de la persona con 
discapacidad (MIMP, 2021). 
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La inclusión para el ejercicio de derechos de la persona con discapacidad, bajo el 
modelo social, no es responsabilidad de la persona con discapacidad, sino de la 
sociedad. El incorporar el enfoque de discapacidad en cada estrategia, programa 
o servicio que se implemente implica tener en cuenta los 4 criterios desarrollados 
en los capítulos anteriores (accesibilidad, ajustes razonables, reconocimiento de 
la capacidad jurídica y eliminación de estereotipos). No obstante, para que estas 
acciones puedan ser sostenibles, deben presentarse en los procesos de gestión 
pública. Por ello, veremos brevemente: 1) cómo implementar estos 4 criterios en 
la planificación, presupuesto, recursos humanos, bienes y servicios, evaluación 
y rendición de cuentas, 2) cómo implementar estos 4 criterios en las estrategias 
para reinserción de agresores, y 3) ejemplos de buenas prácticas y acciones 
implementadas por los gobiernos regionales y locales a nivel nacional.

El primer aspecto es integrar el enfoque de discapacidad en los procesos claves 
de la gestión pública. Para realizar las siguientes recomendaciones se ha tomado 
como referencia determinados lineamientos para transversalizar otros enfoques 

8.1. Integración de la discapacidad en los procesos claves de la gestión pública 
que crean los servicios y acciones para prevenir la violencia de género

UNIDAD 8:
Pautas para incorporar los elementos 
del enfoque de discapacidad en las 
acciones de prevención de la violencia 
de género en los gobiernos locales 

8Como se vio, estos se encuentran reconocidos en la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad al ser indispensables para garantizar los derechos de las personas con discapacidad en igualdad de 
condiciones. Asimismo,en el Manual con orientaciones para el adecuado procesamiento de casos de violencia de 
género en población con discapacidad en el marco del Sistema Nacional de Justicia para la Protección y Sanción de 
la Violencia contra las Mujeres e Integrantes del Grupo Familiar utilizan estos criterios como elementos esenciales 
para garantizar el enfoque de discapacidad en los servicios; motivo por el cual  los desarrollamos en la presente guía.
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Primero
Planificar con enfoque

de discapacidad

Segundo
Presupuesto con 

metas vinculadas 
a la prevención de 

violencia con enfoque de 
discapacidad 

Quinto
Evaluación de resultados 
y rendición de cuentas de 
prevención de la violencia 

de género desde un 
enfoque de discapacidad

Tercero
Recursos humanos 

sensibilizados y 
capacitados sobre el 

enfoque de discapacidad

Cuarto
Bienes y servicios 

implementados con 
enfoque de discapacidad 

8.1.1. Planificar con enfoque de discapacidad

Recuerde:

1.	 Brecha: Son diferencias objetivas, significativas y 
verificables entre dos grupos de personas diferentes.

2.	 Estereotipos: Son generalizaciones simplistas de 
los atributos, las diferencias y los roles de un grupo 
determinado.

La planificación ayuda a la sostenibilidad de las actividades en favor de las 
personas con discapacidad. En ese sentido, los gobiernos regionales y locales 
deben apuntar a lograr que las acciones de prevención de la violencia de género 
se puedan concretar en los planes institucionales como objetivos generales, 
específicos, de manera que tengan correspondencia con el presupuesto 
institucional. 

como el enfoque de género (Decreto Supremo N.º  015-2021-MIMP) y la Estrategia 
de prevención, atención y protección de las mujeres con discapacidad frente a la 
violencia de género (MIMP, 2019c).
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Pautas para incorporar el enfoque de discapacidad en la planificación.

Erradicación de 
estereotipos

1.	 Realizar un diagnóstico sobre la problemática de 
violencia de género en la región, provincia o distrito, 
teniendo en cuenta la diversidad de las personas y los 
estereotipos que afectan a las mujeres con discapacidad: 
 
Algunos problemas sobre los cuales se recomienda tener 
especial énfasis en (i) trabajar en la autonomía de las 
personas con discapacidad, específicamente las mujeres, 
(ii) garantizar los derechos sexuales y reproductivos y el 
consentimiento (aborto terapéutico, esterilizaciones forzadas, 
etc.), y (iii) no equiparar las enfermedades con la discapacidad. 
 
Dado que es difícil encontrar datos estadísticos relevantes sobre 
la existencia de los estereotipos de género y discapacidad, es 
necesario visibilizar las múltiples discriminaciones y ofrecer datos 
cuantitativos o cualitativos que reflejen la realidad de la diversidad 
de las personas con discapacidad sobre la violencia de género. 

2.	 Apoyar la implementación de proyectos de sensibilización 
llevados a cabo por organizaciones de personas con discapacidad 
en sus contextos de intervención. Impulsar proyectos para el 
desarrollo de servicios de apoyo a personas con discapacidad 
(acceso a ayudas para la movilidad, lenguaje de signos, etc.) 
(Handicap International, 2013, p. 115).

Erradicación de 
estereotipos

3.	 Identificar las barreras de acceso tanto físicas, tecnológicas, 
actitudinales, comunicacionales o de algún otro tipo, que 
impidan a las personas con discapacidad acceder a la 
información y/o servicios.

4.	 Tomar en cuenta en la planificación las necesidades obligatorias, 
en cumplimiento a la Norma A-120 del Reglamento Nacional de 
Edificaciones que se encuentra en vigencia.

Reconocimiento 
de capacidad 

jurídica

5.	 Incluir las experiencias de las personas con discapacidad 
en la selección de problemas sobre los cuales se decide 
trabajar. En el caso de las acciones de prevención orientadas 
al empoderamiento de las mujeres, se debe tener en cuenta 
los estereotipos específicos que acompañan a las dificultades 
específicas de las mujeres con discapacidad. Por otro lado, la 
selección y priorización de acciones y servicios debe incluir el 
involucramiento de los hombres – con y sin discapacidad –en 
procesos de redefinición de masculinidades.

6.	 Evaluar la realización de acciones necesarias que empoderan a 
la ciudadanía con conocimiento de las normas, bienes y servicios 
existentes de forma accesible. Para ello, tomar en cuenta a los 
observatorios regionales contra la violencia hacia las mujeres, de 
manera que se pueda incluir información sobre la problemática 
específica de las mujeres con discapacidad.

Ajustes 
razonables

7.	 Si en el proceso de planificación se identifica alguna situación 
que impide la participación de la persona con discapacidad, se 
deben adoptar los ajustes razonables necesarios para superar 
dicha situación.
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8.1.2. Presupuesto regional con metas específicas vinculadas a la prevención 
de la violencia con enfoque de discapacidad

Toda actividad, acción o servicio requiere de un presupuesto determinado 
que debe programarse adecuadamente. En cumplimiento del artículo 6 de la 
Ley N.º 29973, se debe asignar progresivamente los recursos presupuestales 
necesarios para la promoción, protección y realización de los derechos de la 
persona con discapacidad, y promover la cooperación internacional en esta 
materia. Los gobiernos regionales y las municipalidades, de forma específica, 
tienen el rol de promover la participación de las organizaciones de personas 
con discapacidad en el proceso de programación participativa del presupuesto 
y les presta asesoría y capacitación. 

Ejemplo tomado de COCEMFE (2020, p. 65)

Podemos pensar en el acceso a métodos anticonceptivos por parte de las 
mujeres con discapacidad. Aplicando el enfoque con discapacidad, podemos 
abordar este problema de forma diferenciada tomando en cuenta: 

•	 Factores ambientales: por ejemplo, entornos urbanos o rurales no 
accesibles. 

•	 Barreras socioculturales: por ejemplo, mitos y estereotipos en torno a la 
vida sexual de las MCD; relaciones de poder dentro de las familias; división 
sexual de las responsabilidades a la hora de usar métodos anticonceptivos, 

•	 Cuestiones biológicas: efectos secundarios de los métodos anticonceptivos 
en los cuerpos sexuados, 

•	 Barreras en el acceso a los servicios de salud: limitaciones en el acceso a 
bienes y servicios adaptados; falta de información. 
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Pautas para incorporar el enfoque de discapacidad en el presupuesto.

Erradicación de 
estereotipos

1.	 Las acciones destinadas a la prevención de la violencia de 
género dirigidas a las personas en su diversidad, lo que incluye 
a las personas con discapacidad, deben tener un presupuesto 
asignado vinculado a la disminución de la tasa de violencia en 
la región/provincia/distrito, o la disminución de estereotipos 
capacitistas.

Accesibilidad

2.	 Para el diseño de los servicios o bienes, se debe evaluar la 
accesibilidad del servicio o bien, que puede ser de tipo social, 
legal o físico, económico. En ese sentido, es necesario que se 
prevean los gastos necesarios que garanticen la inclusión.

3.	 Tomar en cuenta los gastos necesarios para dar cumplimiento 
efectivo a la Norma A-120 del Reglamento Nacional de 
Edificaciones que se encuentra en vigencia.

Ajustes 
Razonables

4.	 El presupuesto debe reconocer que la generalidad planificada 
no necesariamente cubre las necesidades de los casos concretos, 
por lo que se recomienda prever ello en el presupuesto.

5.	 Se recomienda presupuestar actividades de capacitación de 
atención con enfoque de discapacidad que permitan al personal 
prever e identificar las situaciones concretas que requieran 
ajustes razonables.

Capacidad 
jurídica

6.	 Dentro del presupuesto participativo, poder incorporar la 
participación efectiva de las personas con discapacidad 
reconociendo e incorporando sus necesidades en el presupuesto 
público.  
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8.1.3. Recursos humanos sensibilizados y capacitados con enfoque de 
discapacidad

El artículo 6 de la Ley N.º 29973 señala que los recursos humanos de los distintos 
sectores y niveles de gobierno encargados de la formulación, planeamiento, 
ejecución y evaluación de políticas y programas sobre cuestiones relativas a 
la discapacidad deben contar con certificada capacidad y experiencia en la 
materia. La Autoridad Nacional del Servicio Civil (Servir), en coordinación con 
el CONADIS, promueve un programa de capacitación de recursos humanos en 
la atención de la persona con discapacidad.

Los gobiernos regionales y locales cuentan con distintas áreas para el 
cumplimiento de sus obligaciones. Además, recordemos que es indispensable 
que a todo nivel del Estado se luche contra la discriminación; por ello, es 
importante que los recursos humanos sean diversos.

De esta forma es importante que nos preguntemos, ¿contamos con un 
gobierno regional o local que incluya a este colectivo?, ¿estamos fomentando 
la diversidad? A fin de resolver estas preguntas, debemos analizar las barreras 
que están impidiendo la contratación de personas con discapacidad, de 
acuerdo con la Organización Internacional del Trabajo (OIT, 2020). Entre ellas 
se encuentran:

•	 Estigma y discriminación
Esto se manifiesta cuando se equipara discapacidad con 
incapacidad. De esta forma, se considera que las personas con 
discapacidad no pueden trabajar. Además, como ya hemos 
mencionado, se mantienen estereotipos que infantilizan a este 
colectivo y/o no reconocen su capacidad para la toma de decisiones.  

•	 Costos adicionales para el acceso al empleo
Existen gastos adicionales que enfrentan las personas con 
discapacidad por encontrarse en un país poco accesible: “Las 
personas usuarias de silla de ruedas pueden gastar hasta 6 veces 
más que las personas sin discapacidad para trasladarse”. Asimismo, 
hay un sobrecosto para las familias, ya que muchas veces estas 
proveen asistencia a la persona con discapacidad para desplazarse.  

•	 Entornos laborales poco inclusivos:
Existe una actitud negativa hacia la discapacidad y desconocimiento sobre 
la normativa para su inclusión al trabajo, ajustes razonables y accesibilidad.  

•	 Estrategias de inserción laboral ineficaces
Insuficiente orientación y acompañamiento que permita 
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la inserción laboral, así como limitada oferta. Además, se 
mantienen prácticas que reproducen la segregación laboral. 

•	 Deficiente acceso a educación, salud e inaccesibilidad
El 22,3% de las personas con discapacidad en Perú no ha accedido a la 
educación. El 40,4% tiene nivel educativo primario, 22,4% secundario 
y solo el 11,6% estudios superiores universitarios y no universitarios. 
Asimismo, el 38,2% no se encuentra afiliado a un seguro de salud 
(ENEDIS, 2012) y, como es de conocimiento, no nos encontramos en  
ciudades accesibles para la diversidad de personas con discapacidad.  

•	 Entorno familiar limitante
Los estereotipos que se dan en la sociedad también son 
dados por la familia. Muchas veces esta es sobreprotectora 
y conlleva al aislamiento de la persona con discapacidad. En 
ocasiones, en la práctica, se dará la sustitución de la voluntad. 

•	 Restricciones a la autonomía de la persona con discapacidad
Persiste la falsa creencia de que las personas con discapacidad no pueden 
tomar decisiones y, por lo mismo, muchas veces no son tratadas como 
sujetos de derechos. 
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Pautas para incorporar el enfoque de discapacidad en los recursos humanos

Erradicación de 
estereotipos

1.	 Es importante sensibilizar y capacitar al personal. La primera 
medida, que puede darse a través de charlas, talleres, material 
audiovisual, entre otras, permite concientizar a las personas sobre 
una determinada situación (ACNUR 2018). De este modo, las 
personas trabajadoras podrán comprender que es necesario que 
se conviertan en agentes de cambio para garantizar los derechos 
de este grupo. Recordemos que, de acuerdo con la CDPCD, la falta 
de inclusión de la persona con discapacidad se debe a barreras 
que son dadas por la sociedad.
La capacitación, por otro lado, permitirá que las personas 
trabajadoras cuenten con los conocimientos y herramientas para 
lograr introducir el enfoque de discapacidad en cada etapa de 
su desempeño (ACNUR, 2018). Para lo mencionado, se pueden 
organizar talleres, seminarios, conferencias, entre otros.

Accesibilidad

2.	 Se deben priorizar métodos alternativos para la participación de 
las personas con discapacidad en las convocatorias: entrevistas por 
videollamada, llamadas telefónicas, preguntas en formato escrito, 
entre otras. Asimismo, una vez iniciadas las labores, el teletrabajo 
es una alternativa que debe ser implementada cuando sea posible, 
previa coordinación y acuerdo de la persona con discapacidad, a fin 
de disminuir la carga por el traslado. Asimismo, en todas las etapas 
del proceso, se debe consultar a la persona con discapacidad si 
necesita algún ajuste razonable para garantizar el ejercicio de sus 
derechos.

3.	 Por otro lado, las convocatorias deben darse en un lenguaje sencillo 
y formatos accesibles para asegurar que puedan ser conocidos por 
personas con discapacidad. Se debe articular con sociedad civil a fin 
de difundir las convocatorias y promover la postulación de personas 
con discapacidad.

Reconocimiento Reconocimiento 
de capacidad de capacidad 

jurídicajurídica

4.	 Desde la OMAPED, se deben brindar talleres de formación 
de habilidades de autonomía y vida independiente, así como 
empoderamiento sobre derechos (OIT, 2020).

5.	 Los gobiernos locales y regionales tienen la obligación de cumplir 
con la cuota del 5% de personas trabajadoras con discapacidad 
(LGPCD). Esto no significa que el número no pueda ser mayor. Para 
ello, es importante que exista una variada oferta laboral, incluyendo 
puestos de dirección, evitando estereotipos sobre las actividades 
que pueden realizar las personas con discapacidad. Asimismo, esta 
inclusión no puede limitarse a personas con discapacidad física 
o sensorial, sino que se debe buscar la participación de personas 
con discapacidad mental o intelectual (OIT, 2020).

Ajustes 
Razonables

6.	 Asimismo, los talleres productivos deben tener un enfoque de 
discapacidad, otorgando los ajustes razonables necesarios para la 
participación de este colectivo. 

7.	 En el caso de nuevas contrataciones o labores, se debe otorgar 
el acompañamiento necesario para dar las indicaciones sobre 
las actividades que deberán ser desempeñadas e identificar los 
ajustes razonables que deberán ser adoptados para garantizar el 
buen desempeño del trabajador. 

¿Qué puedo hacer para garantizar el derecho al trabajo de las personas con 
discapacidad?
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8.1.4. Bienes y servicios con enfoque de discapacidad

En la implementación de los servicios de prevención de violencia se debe 
tener en cuenta lo siguiente para asegurar que las personas con discapacidad 
se beneficien de los servicios de igual manera (SENADIS, 2019, p. 14; MIMP, 
2021, p. 49):

Pautas para incorporar el enfoque de discapacidad en los servicios en sí

Erradicación de 
estereotipos

1.	 De ser un servicio presencial, durante toda la interacción, es 
importante que la comunicación no verbal sea coherente con 
la verbal. La atención puede verse igualmente afectada si se 
envían mensajes negativos por medio del tono de voz, gestos, 
la postura corporal o la expresión facial.

2.	 No generar falsas expectativas. Hay que asegurar que 
las personas con discapacidad logren una comunicación 
efectiva con la entidad y tengan la posibilidad de acceder a la 
información clara para lograr ejercer sus derechos y deberes.

3.	 No se debe generalizar a las personas con discapacidad, es 
necesario consultar cada caso en concreto, pues cada situación 
de discapacidad es única.

4.	 No hacer antejuicios respecto a la situación de discapacidad. 
No se debe infantilizar a la persona con discapacidad. Los/as 
funcionarios/as deben brindarle toda la información necesaria 
pues es la usuaria del servicio.

Accesibilidad

5.	 Disponer de toda la información en varios canales de comunicación: 
escrito, audio, braille, electrónico, telefónico, entre otros.

6.	 Organizar la información de manera tal que las personas no 
tengan que realizar grandes desplazamientos dentro de un 
edificio o recinto.

7.	 Introducir nuevas tecnologías en los mecanismos de respuesta 
a las diversas necesidades de las personas.

8.	 Incluir en las encuestas de satisfacción formatos accesibles 
para las personas con discapacidad, con la finalidad de facilitar 
su acceso y recoger necesidades para lograr un mejoramiento 
continuo.

9.	 	Tomar en cuenta e implementar la Ley de Atención Preferente, 
Ley N.º  27408, y dar trato prioritario a las personas con 
discapacidad. 

10.	 Prever otras medidas de accesibilidad arquitectónica y en la 
comunicación con la persona con discapacidad.

Reconocimiento 
de capacidad 

jurídica

11.	 Utilizar un lenguaje claro y comprensible en la información 
que se ofrece en todos los canales que se utilicen, dirigido a la 
persona con discapacidad.

12.	 De ser un servicio presencial y dirigido a la persona con 
discapacidad, reconocer que la persona se encuentra presente en 
su condición de persona, digno de ser atendido y merecedor de 
respeto. De la manera más precisa, honesta y clara posible, lo que 
exige estar al día en la información sobre servicios y beneficios.
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Ajustes 
razonables

13.	 De ser un servicio presencial, durante la prestación de este se 
debe tomar en cuenta todas las necesidades inmediatas que 
pueden tener las personas con discapacidad.

14.	 Asimismo, hay que considerar que puede ser necesario 
flexibilizar los tiempos de atención. Por ejemplo, se puede 
dar el caso de una persona con discapacidad que necesite 
descansos durante la reunión, explicación o entrevista.

15.	 Contar con un registro de personas e instituciones que puedan 
prestar asistencia durante la atención, de manera que se 
asegure en igualdad de condiciones el servicio prestado.

8.1.5. Evaluación de resultados y rendición de cuentas en la prevención de 
la violencia de género desde un enfoque de discapacidad

Las actividades de los gobiernos regionales para lograr la prevención de la 
violencia de género desde un enfoque de discapacidad deben ser medibles 
a través de objetivos, indicadores de resultado y metas. Para ello, además, 
se debe tener en cuenta el presupuesto asignado, para identificar si ha sido 
adecuado o suficiente para las metas previstas.

La evaluación de resultados debe ser presentada de forma periódica, para 
conocer el impacto que ha tenido en la población beneficiaria. Esta tiene valor 
ya que permite “orientar la asignación presupuestaria, cautelar la calidad del 
gasto y la definición de nuevas prioridades de programas, como también 
fortalecer la formulación e implementación de la intervención pública” (CEPAL, 
s.f.).

Para ello, es necesario realizar lo siguiente:

•	 Evaluación de implementación: 
Consiste en el análisis del cumplimiento de las acciones 
estratégicas establecidas y los servicios involucrados. En 
este punto, se deberá obtener la retroalimentación de las 
áreas y actores involucrados a fin de mejorar el proceso. 

•	 Evaluación de resultados: 
Consiste en análisis los objetivos, contrastando lo implementado 
con los resultados obtenidos; con el fin de determinar 
los factores que influyeron en lo logrado. (Política DISC)  

Recordemos que este análisis es necesario para verificar la eficacia de las 
acciones implementadas, así como las medidas que se deben adoptar para 
mejorar el proceso.
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Como se vio, es competencia de los gobiernos regionales y locales implementar 
medidas de reinserción de personas agresoras. En ese sentido, un programa de 
rehabilitación debe atender a lo siguiente: (i) ser un programa que considere a las 
personas agresoras como tales, sujetos de derechos, (ii) se brinde atención de forma 
especializada a las personas agresoras según el tipo de violencia de género, (iii) se 
oriente su atención a la erradicación de estereotipos de género que reproducen la 
creencia de que la violencia de género hacia las mujeres es legítima, y (iv) responder 
a los principios de prevención, rehabilitación y reinserción de la pena.

A continuación, presentamos los principales lineamientos para implementar este 
servicio con enfoque de discapacidad: 

8.2. Pautas para incorporar el enfoque de discapacidad en las acciones de 
reinserción de personas agresoras.

Pautas para incorporar el enfoque de discapacidad en la evaluación y rendición 
de cuentas

Erradicación de 
estereotipos

1.	 La evaluación debe estar orientada a la evaluación de 
disminución de valores de prevalencia de la violencia de 
género hacia las personas con discapacidad o de estereotipos 
capacitistas.

Accesibilidad

2.	 Se debe garantizar la accesibilidad de la información, con el 
objetivo de que las personas con discapacidad puedan revisarla 
y retroalimentar, de ser necesario.

3.	 A fin de lograr una efectiva rendición de cuentas, los 
gobiernos regionales y locales deberán publicar previamente 
la información en formatos accesibles para permitir la previa 
revisión de la documentación por personas con discapacidad. 
Además, se recomienda dar un periodo que permita la 
retroalimentación de lo remitido. 

4.	 Asegurar la presencia de intérpretes de señas y consultar 
previamente los ajustes razonables que serán necesarios.

Reconocimiento 
de capacidad 

jurídica

5.	 Se debe promover activamente la participación de las personas 
con discapacidad en los asuntos públicos. En ese sentido, 
es necesario implementar medios de rendición de cuentas 
vertical, que consiste en el control que ejerce la ciudadanía 
hacia el Estado (Defensoría del Pueblo, 2018). 

6.	 Se debe articular con organizaciones civiles de personas con 
discapacidad para garantizar la presencia de este colectivo.  

Ajustes 
razonables

7.	 Durante la prestación la evaluación y rendición de cuentas se 
debe tomar en cuenta todas las necesidades inmediatas que 
pueden tener las personas con discapacidad.
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•	 Paso 1: Fortalecer las redes de coordinación con las entidades que 
sancionan a las personas agresoras de la violencia de género
Los gobiernos regionales y locales deben establecer redes de coordinación 
con las instituciones y servicios de la ruta de atención a víctimas de 
violencia, con la finalidad de identificar los perfiles de las personas 
agresoras en su región. Este diagnóstico de identificación de perfiles de 
agresores permitirá eliminar los estereotipos que asocian la discapacidad 
intelectual con las personas agresoras y, a la vez, diseñar estrategias 
diferenciadas de acuerdo con los perfiles de agresores. Se recomienda 
que esta información se difunda a través de los Observatorios Regionales 
de la Violencia contra las Mujeres.

•	 Paso 2: Servicio de reinserción y reeducación dea personas agresoras
Dado que estamos creando un servicio, se recomienda tener en cuenta 
lo analizado en el punto 8.2. A su vez, el servicio para reinserción de 
personas agresoras, como el Centro de Atención Institucional, no debe 
ser discriminatorio o selectivo para un grupo de agresores, sino que debe 
adaptarse a todas las personas agresoras sentenciadas por violencia de 
género, pues todas las personas tienen derecho a la reinserción social, 
independientemente de que sean derivadas por un juez (Hernández, 2019, 
p. 89). Lo anterior no es excluyente a que, producto de la investigación, se 
generen servicios diferenciados por el tipo, frecuencia e intensidad de la 
violencia de género.
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Por otro lado, se recomienda la creación de estrategias para asegurar 
que la llegada al servicio sea voluntaria, pues la motivación de la persona 
se considera esencial para el éxito del servicio. Esto es importante porque 
permite captar a quienes desean, por voluntad propia, dejar de agredir; 
considerando que este grupo tiene mayores probabilidades de hacerlo 
(Hernández, 2019, p. 89). En ese sentido, los gobiernos regionales y locales 
deben crear espacios sostenidos para la atención de potenciales personas 
agresoras no sentenciadas. 

Recordemos que el machismo se 
encuentra enraizado en nuestra 
sociedad, por lo que es necesario dirigir 
nuestras acciones a todos los hombres 
para alcanzar una nueva masculinidad 
que garantice la igualdad y no 
discriminación.

La planificación de servicios de reinserción de personas agresoras debe 
contar con personal interdisciplinario sensibilizado y capacitado en 
temas de discapacidad (p.ej. terapeutas, criminólogos, etc.). Finalmente, 
de acuerdo con las experiencias que se relatarán en los ejemplos, se 
recomienda que esté orientada a detener la violencia de género. El 
principio que determina la dirección del servicio es que el agresor es el 
único responsable de la violencia en todos los casos, considerando su 
autonomía; en ningún caso lo es la víctima, ni directa ni indirectamente.

•	 Paso tres: Implementar el servicio con personal calificado y protocolos 
sin discriminación.
El servicio debe contar con terapeutas que presenten atención a los temas 
de masculinidades libres de estereotipos y con enfoque de discapacidad.
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•	 Paso cuatro: Evaluación permanente del servicio
Se hace seguimiento constante, mediante entrevistas con formatos 
accesibles y lenguaje claro, a hombres que han participado en el 
programa. Se recomienda dotar de recursos para sistematizar la 
información, considerando a las personas agresoras con discapacidad 
que fueron usuarias del servicio.
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8.3. Ejemplos de acciones específicas hacia las personas con discapacidad sobre 
estrategias de prevención de violencia y reinserción de personas agresoras

A continuación, se desarrollarán algunos ejemplos de prácticas específicas 
adoptadas por otros Estados en materia de prevención de violencia de género y 
reinserción de personas agresoras:

Ejemplo 1: “Programa Barriendo Barreras” en Uruguay

Como antecedente a este programa, durante el 2010 y 2011, Naciones 
Unidas y el gobierno de Uruguay realizaron un estudio sobre la salud sexual 
y reproductiva en dicho país. Para difundirlo, se realizaron jornadas de 
sensibilización sobre derechos de salud sexual y reproductiva de mujeres 
con discapacidad denominada “Barriendo barreras”, a cargo del Programa 
Nacional de Discapacidad (MIDES), el Ministerio de Salud Pública (MSP), la 
Intendencia de Montevideo y Naciones Unidas.

La jornada de sensibilización estuvo dirigida a personas con discapacidad y sus 
familias, organizaciones de la sociedad civil, agentes comunitarios y personas 
involucradas en la temática de la discapacidad (p.ej. personal de salud). Uno 
de los objetivos principales fue promover la inclusión social, la autonomía 
y el fortalecimiento de esta población respecto a sus derechos humanos, y 
en particular a sus derechos sexuales y reproductivos. Las capacitaciones 
realizadas redundaron en acciones de transformación y promoción de la 
inclusión de las mujeres con discapacidad en el sistema de salud, para poder 
ejercer sus derechos en materia de salud sexual y reproductiva. 

El Programa tuvo los siguientes logros:

•	 Reconocer su capacidad jurídica: La realización del programa fue 
incorporada en la planificación, contando con más financiamiento 
y recursos humanos. Así, luego de sensibilizar al funcionariado 
público, se han adoptado medidas para brindar estos apoyos 
a las mujeres, adolescentes y niñas con discapacidad que son 
víctimas de violencia de género (VBG), incluyendo asistencia legal 
y medidas de seguridad perimetral. Una vez que se comenzaron a 
recopilar datos sobre violencia de género, las mujeres y niñas con 

Para mayor información, puede visitar: 

•	 http://pronadis.mides.gub.uy/19881/barriendo-barreras
•	 https: //www.makingitwork-crpd.org/sites/default/f i les/2017-09/

Uruguay%20-%20Mainstreaming%20disability%20in%20governmental%20
programs%20addressing%20violence%20against%20women.pdf
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discapacidad que estaban legalmente incapacitadas y también 
eran víctimas de violencia comenzaron a recibir asistencia sin 
necesidad de que su representante legal hablara por ellas. 

•	 Accesibilidad: El personal de salud ha adecuado diversos 
formularios de acceso a los servicios de salud para incorporar el 
enfoque de discapacidad, lo que, a la vez, ha incentivado el interés 
de eliminar barreras en los servicios de salud (baños accesibles, 
rampas, habilitado áreas de estacionamiento accesibles).  

•	 Erradicar estereotipos: Existe una guía sobre los derechos sexuales 
y reproductivos de las personas con discapacidad, con enfoque 
de género que es lectura obligatoria para las y los estudiantes 
universitarios que cursan las carreras de medicina, enfermería y 
ginecología. El programa ha logrado que las y los médicos exijan 
formación en temas relacionados con las necesidades específicas de 
las mujeres con discapacidad .

Ejemplo 2: Kit de herramientas para eliminar violencia contra mujeres 
con discapacidades en Fiji 

Para más información, puede visitar (enlaces en inglés): 

•	 https: //www.makingitwork-crpd.org/sites/default/f i les/2017-09/
Uruguay%20-%20Mainstreaming%20disability%20in%20governmental%20
programs%20addressing%20violence%20against%20women.pdf 

•	 https://www.globaldisabilityrightsnow.org/sites/default/f iles/related-
files/282/Toolkit-on-Eliminating-Violence-Against-Women-And-Girls-With-
Disabilities-In-Fiji-_1_%20%281%29.pdf

El Kit tiene como objetivos permitir a las personas capacitadoras explorar sus 
propias percepciones de la violencia contra las mujeres y las mujeres y niñas 
con discapacidad, sensibilizar a las personas que participan sobre la violencia 
contra las mujeres utilizando el enfoque de derechos humanos basado en 
el poder y los privilegios y las relaciones de género, permitir que las y los 
participantes reconozcan las barreras que enfrentan las mujeres y niñas con 
discapacidad que experimentan violencia.

Fiji y el Departamento de Asuntos Exteriores y Comercio de Australia, con el 
apoyo de las Naciones Unidas y el Foro de Discapacidad del Pacífico, realizaron 
un documento que desarrolla un conjunto de herramientas dirigidas a 
organizaciones que trabajan para erradicar la violencia contra las mujeres y 
niñas y organizaciones de personas con discapacidad. Esto se realizó durante 
tres fases:
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Ejemplo 3: Rompiendo el silencio en torno a la violencia sexual y de género 
contra niños, niñas, mujeres y hombres con discapacidad intelectual en 
Kenia 

Para más información, puede visitar (enlace en inglés): 

•	 https://www.makingitwork-crpd.org/sites/default/f iles/2017-09/MIW%20
Gender%20and%20Disability%20project%20report%20%28English%29_6.pdf

El programa estaba dirigido a las personas con discapacidad intelectual y 
sus familias. Al inicio se les asesoró sobre sus derechos enfatizando en los 
derechos de su salud sexual y reproductiva; y, a la par, se sensibilizó a las 
autoridades locales que se ocupan de la violencia de género sobre las medidas 
para garantizar los derechos y reconocer las necesidades de las personas con 
discapacidad intelectual.

Tras esta sensibilización, se inició una pequeña actividad de investigación 
sobre casos no denunciados de abuso sexual. De este modo se identificaron 
casos de abuso sexual repetido y no denunciado que sufrían las personas 
con discapacidad intelectual y, se gestionó el apoyo de las autoridades 

•	 La primera fase desarrolla la capacidad y el conocimiento de una selección 
de representantes de las organizaciones de personas con discapacidad, 
miembros de la familia, cuidadores/as y personas trabajadoras 
comunitarias sobre cuestiones relacionadas con la violencia contra 
las mujeres y niñas con discapacidad. Esta se realiza en dos semanas.  

•	 Durante la fase dos, los miembros del Foro de Discapacidad del 
Pacífico analizaron los datos que se habían recopilado como parte de 
la fase uno y luego redactaron un conjunto de herramientas que se 
compartió con 40 participantes en un taller de cuatro días diseñado 
para revisar y mejorar el documento. En el taller se les encomendó la 
tarea de elaborar planes de acción para ayudar a sus comunidades 
a prevenir la violencia contra las mujeres con discapacidad.  

•	 La tercera fase involucró una ronda de consultas para crear conciencia 
entre los grupos interesados clave sobre el kit. Además, se llevó a cabo un 
taller con una variedad de partes interesadas en el gobierno para probar 
sobre el terreno el conjunto de herramientas.

De acuerdo con la Federación de Personas con Discapacidad de Fiji, el 
cambio ha redundado en los conocimientos y las actitudes de las personas 
sin discapacidad (eliminando estereotipos hacia las personas con 
discapacidad).
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competentes. Luego, se realizaron investigaciones sobre este problema en 
concreto y se desarrollaron capacitaciones y asesorías específicas para las 
autoridades competentes en la atención de la violencia de género.

El enfoque de discapacidad se vio reflejado como sigue:

•	 Reconocer su capacidad jurídica: El programa tuvo un reto para 
incorporar el reconocimiento de la capacidad jurídica de las personas 
con discapacidad. Producto del programa, las personas con discapacidad 
intelectual, sus familias y comunidades se han vuelto mucho más 
conscientes de sus derechos sexuales y reproductivos (como reflejo, 
el tema dejó de ser tabú). Además, las personas con discapacidad 
intelectual tienen más confianza para llevar estos casos a la policía. 

•	 Erradicar estereotipos: Producto del programa, la violencia de género 
y especial situación de vulnerabilidad de las personas con discapacidad 
intelectual están ganando atención. Hubo enjuiciamientos exitosos por 
violencia de género contra personas con discapacidad intelectual y una 
mayor disposición de la policía y el Poder Judicial para investigar los 
abusos denunciados.

•	 Accesibilidad: El programa buscaba que las personas con discapacidad 
intelectual comprendan completamente qué tipo de comportamiento 
es apropiado y cuál no. Así, se utilizaron imágenes, frases, se simplificó el 
lenguaje, entre otras medidas.

Anteriormente, el programa de atención a agresores sexuales de España 
excluía a la población con discapacidad intelectual. Por ello, Plena Inclusión 
Madrid y Plena Inclusión Castilla y León, UNED y la Asociación Sexualidad y 
Discapacidad desarrollaron un proyecto piloto para abordar la educación 
afectivo-sexual y los delitos de tipo sexual con las personas agresoras con 
discapacidad intelectual. El proyecto tenía tres fases:

•	 Fase I: Educación afectivo-sexual con todos los internos del módulo y 
obligatoria para los internos con delitos de agresión sexual. Se trata de 
diez sesiones individuales de formación y dos sesiones de evaluación.

•	 Fase II: La Secretaría General de Instituciones Penitenciarias dio la 
aprobación para desarrollar un programa de atención a personas con 
discapacidad intelectual con delitos de tipo sexual.

•	 Fase III: Seguimiento a las personas que cumplieron su pena para 
acompañarlas en el proceso de vida en sociedad

Ejemplo 4: Trabajo con agresores sexuales (Madrid)
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Se realizó una búsqueda exhaustiva en las páginas web de los gobiernos regionales 
y los informes de la Defensoría del Pueblo con la finalidad de recopilar las prácticas 
de incorporación del enfoque de discapacidad en las acciones de prevención de la 
violencia de género y se identifican las siguientes experiencias:

8.4. Estrategias implementadas en gobiernos locales

Acciones identificadas en 2020 y 2021 

Amazonas
•	 Campaña comunicacional para la prevención de la violencia 

de género, en alianza con medios de comunicación, sociedad 
civil y sector privado.

Apurímac9

•	 Reunión virtual de la Mesa Técnica Regional de Personas con 
Discapacidad de Apurímac.

•	 Estrategia de certificación en línea de discapacidades evidentes: 
En Apurímac se cuenta con21 médicos/as certificadores/as y 
más de la mitad se encuentran en la provincia de Andahuaylas.

•	 En febrero 2020 se comunicó el cumplimiento de la cuota 
laboral del 5% para personas con discapacidad.

•	 En febrero 2020 se ha cumplido con la inversión total del 10.5% 
a favor de las personas con discapacidad.

•	 Implementación del Programa “Hacer visible la discapacidad” 
en alianza con COPRODELI y AMICA, con la finalidad de ayudar 
a las personas en el registro del CONADIS y el conocimiento de 
la discapacidad .

•	 Convenio para la construcción de un Centro de Acogida 
Residencial (CAR) que brindará atención integral a niños, niñas 
y adolescentes con discapacidad en Apurímac.

Arequipa12

•	 Campaña itinerante virtual de evaluación y certificación de 
discapacidad a personas con discapacidad en situación de 
pobreza y extrema pobreza en las 8 provincias “Por una vida 
inclusiva” de la región Arequipa durante la pandemia.

•	 Curso gratuito de lengua de señas dirigido a la población 
en general y a las funcionarias, funcionarios, y/o servidores 
públicos que desempeñen funciones en la Oficina Municipal 
de Atención a la Persona con Discapacidad - OMAPED, y 
personal de atención al Público como lo es la Oficina de 
Trámite Documentario (mesa de partes).

•	 Inicio de la campaña de concientización y sensibilización sobre 
las personas con discapacidad y el programa radial.

9 Link de referencia: http://www.regionapurimac.gob.pe/tag/personas-con-discapacidad/.
10Link de referencia: http://www.coprodeli.org/index.php/all-categories-list/89-empleo/292-hacer-visible-la-discapacidad
11Link de referencia: https://www.gob.pe/institucion/inabif/noticias/206393-mimp-y-gore-apurimac-firman-
convenio-para-la-construccion-de-centro-de-acogida-residencial-que-albergara-a-personas-con-discapacidad
12Link de referencia:  https://www.regionarequipa.gob.pe/Noticias/NoticiaDetalle/?Id=6T62VDYQ5XDYPLXY
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Ayacucho13

•	 Registro y certificación a las personas con discapacidad en 
la región, con la finalidad de permitir el acceso a programas 
sociales, oportunidades laborales y tener una oportuna 
atención de salud integral y educación, en el 2021.

•	 Sensibilización sobre los derechos de las personas con 
discapacidad mediante trabajos articulados con municipios e 
instituciones públicas, privadas y organizaciones de personas 
con discapacidad, en el 2021. 

Cajamarca

•	 Campaña de sensibilización en el 2020 denominada “Semana 
de la Discapacidad Soy como tú” para certificar a las personas 
con discapacidad de la región .

•	 Programa piloto “Noqanchis Atinsun” de empoderamiento 
a las personas con discapacidad, en coordinación con MIDIS 
y los programas CONTIGO y FONCODES, con el objeto de 
promover el desarrollo productivo a través de asistencia 
técnica en agricultura .

•	 Cuenta con una Política contra la violencia de género regional 
al 2030 que tiene datos diferenciados sobre la situación de la 
violencia familiar y sexual contra las personas con discapacidad; 
y su visión al 2030 que incluye la prevención, atención y 
justicia de las múltiples formas de violencia contra las mujeres 
con discapacidad, y el servicio “diseño e implementación de 
campaña regional y local de prevención de la violencia sexual 
con énfasis en niñas, niños y adolescentes, y mujeres con 
discapacidad”. 

Callao

•	 Durante la pandemia, lanzó el Programa de atención en línea 
en salud, soporte psicológico y asesoría legal para personas 
con discapacidad vía telefónica o a través de mensajes wasap. 

•	 Campaña comunicacional “Convivencia sin violencia, 
también en emergencia” realizada para prevenir la 
violencia especialmente contra las personas en situación de 
vulnerabilidad (niños, niñas, adolescentes, adultos mayores, 
personas con discapacidad, mujeres, entre otros) durante el 
2020. 

Cusco

•	 Registro Regional para personas con discapacidad durante el 
2021, creado por Ordenanza Regional N.º 193-2021-CR-GR.

•	 En abril de 2021, se firmó un convenio para la instalación del 
primer Centro de Coordinación Regional – CONADIS Cusco, 
que permitirá tener un mejor y mayor registro de personas con 
discapacidad y puedan así acceder a una serie de beneficios 
laborales, sociales, educativos, de salud, entre otros 

13Link de referencia:  https://www.gob.pe/de/institucion/regionayacucho/noticias/482419-ayacucho-certifican-a-
personas-con-discapacidad-para-mejorar-condiciones-de-vida
14Link de referencia: https://www.regioncajamarca.gob.pe/portal/noticias/det/1552
15Link de referencia: https://www.gob.pe/institucion/midis/noticias/49226-personas-con-discapacidad-severa-de-
cajamarca-obtienen-productos-organicos-en-sus-territorios
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Huancavelica

•	 Programa de empoderamiento económico a través de Talleres 
de integración para la provincia de Churcampa con los temas 
“fortalecimiento emocional” y “emprendimiento de negocios 
para personas con discapacidad”.

Huánuco

•	 Articulación con los grupos de sociedad civil organizada de 
Huánuco de personas con discapacidad para brindar atención 
sanitaria durante la emergencia (Asociación Departamental 
de padres con niños y jóvenes con discapacidad, Asociación 
de personas con discapacidad del AAHH Aparicio Pomares, 
Asociación de personas con discapacidad del AAHH Aparicio 
Pomares, Asociación Discapacidad y Desarrollo, entre otros).

•	 Campaña comunicacional “Buen Trato para las personas con 
discapacidad” a cargo de la MCLCP Región Huánuco durante 
el 2016.

•	 La MCLCP plantea los objetivos 2021 en materia de discapacidad: 
fortalecer la participación política y social, reducir los niveles 
de pobreza monetaria, asegurar el acceso y cobertura de 
servicios integrales de salud, garantizar servicios educativos, 
promover actitudes sociales favorables, asegurar condiciones 
de accesibilidad en el entorno, y fortalecer la gestión pública 
en materia de discapacidad.

Ica

•	 En abril de 2021 se crea el formulario web para el Padrón 
de Personas con discapacidad, cuyo objetivo es dar acceso 
prioritario a las personas con discapacidad a los suministros 
humanitarios o cualquier otro recurso brindado por el Gobierno 
Regional de Ica, conforme al Decreto Legislativo N.º 1468.

La Libertad

•	 Trabajo preventivo de la discriminación contra las personas 
con discapacidad con las empresas, a través del “III 
Evento Empresarial: Procedimiento inspectivo respecto 
al cumplimiento de la Ley de personas con discapacidad” 
dirigido a representantes de las empresas de La Libertad para 
capacitar sobre los derechos de las personas con discapacidad, 
en julio de 2021.

•	 Con Ordenanza Regional N.º 003-2019-GRLL/CR, se creó el 
Registro Regional de Personas con Discapacidad del Gobierno 
Regional de la Libertad y se ha solicitado al CONADIS la 
suscripción del Convenio de Cooperación Asistencia Técnica 
para la Administración y Creación del Registro Regional de la 
Persona con Discapacidad.

•	 Con Ordenanza Regional N.º 011-2020-GR-LL/CR, se declara de 
prioridad e interés regional la creación del Instituto Regional 
de Rehabilitación para Personas con Discapacidad, ya que 
es de suma importancia contar con una institución a nivel 
regional que evalúe, califique, certifique, trate y rehabilite a las 
más de 188,000 personas con discapacidad

16Link de referencia: https://www.demus.org.pe/wp-content/uploads/2018/06/violencia-g%C3%A9nero-Cajamarca.pdf
17Link de referencia: http://www.regioncallao.gob.pe/numeros-de-atencion-covid/programa-de-atencion-en-linea-
para-personas-con-discapacidad/
18Link de referencia: https://www.gob.pe/institucion/conadis/noticias/483658-se-inaugura-en-cusco-segunda-sede-
desconcentrada-de-conadis-en-el-marco-del-convenio-con-el-gobierno-regional
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19Link de referencia: https://www.mesadeconcertacion.org.pe/noticias/huanuco/mclcp-huanuco-participa-en-la-
ornada-de-consulta-de-la-politica-nacional-en-discapacidad-para-el-desarrollo
20Link de referencia: https://www.gob.pe/institucion/regionlalibertad/noticias/507407-gobierno-regional-de-la-
libertad-insta-a-cumplimiento-de-la-ley-de-personas-con-discapacidad
21Link de referencia: https://www.regionlambayeque.gob.pe/web/noticia/detalle/34358?pass=MTA1OQ==
22Link de referencia: https://andina.pe/agencia/noticia-lambayeque-busca-reducir-embarazos-adolescentes-726371.aspx

Lambayeque

•	 Registro para personas con discapacidad en el 2021, a través 
de convenio con CONADIS.

•	 Fortalecimiento de las organizaciones sociales de personas 
con discapacidad 

•	 22 y 23 de junio de 2020, se realizó el curso de especialización 
“Discapacidad y Violencia de Género”, en coordinación de la 
Corte Superior de Justicia de Lambayeque y en el marco del 
“Proyecto Impulsando prácticas no violentas e inclusivas hacia 
las mujeres con discapacidad” llevado a cabo por Género y 
Discapacidad, COCEMFE y la FCPED y financiado por AECID y 
Fundación ONCE.

•	 Al 2018, Lambayeque reporta 9 servicios en la Red de Salud 
Lambayeque, 2 en la Red de Salud Ferreñafe y 7 en la Red de 
Salud Chiclayo, donde se ofrece una atención integral de salud 
del adolescente, abarcando su salud sexual y reproductiva, 
salud mental y salud física nutricional .

Pasco

•	 Registro regional de las personas con discapacidad, en 2020, 
en coordinación con CONADIS.

•	 Seguimiento oportuno a las gestantes para garantizar la 
atención básica prenatal.

Piura
•	 Convenio para el registro regional de las personas con 

discapacidad, en 2021, en coordinación con CONADIS.

San Martin
•	 Convenio para el registro regional de las personas con 

discapacidad, en 2021, en coordinación con CONADIS.

Tacna •	 Registro para personas con discapacidad durante el 2021.

Ucayali •	 Registro de personas con discapacidad con asistencia de 
CONADIS en el 2021.
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De las acciones reportadas, es necesario evidenciar que en su mayoría nos 
encontramos ante acciones esporádicas; por lo que es necesario tener en cuenta 
de que, si bien pueden resultar ser ideas para el trabajo de la región, este debe estar 
acompañado con un diagnóstico propio de las necesidades de las mujeres en su 
diversidad. A modo de ejemplo, podemos incorporar medidas de prevención de trata 
de personas en las regiones de mayor incidencia. La Oficina del Alto Comisionado 
de Naciones Unidas (2018) ha reconocido que las personas con discapacidad son un 
grupo de especial protección frente a este delito, debido a que enfrentan mayores 
riesgos para ser utilizadas para la mendicidad, la cual es una forma de explotación.

A su vez, es necesario señalar que de la búsqueda efectuada no se advierte 
ningún programa municipal dirigido a personas agresoras, pese a las obligaciones 
legales establecidas y anteriormente explicadas. En ese sentido, se hace necesario 
planificarlas e implementarlas tomando en cuenta el enfoque de discapacidad.

Por otro lado, desde sociedad civil se han liderado acciones de articulación con los 
gobiernos regionales y locales, así como sociedad civil a fin de incorporar el enfoque 
de discapacidad en las acciones para la lucha y prevención de la violencia basada 
en género. A continuación, presentamos actividades realizadas en este sentido por 
FCPED y COCEMFE en el 2020 y 2021:

Realización de capacitaciones y asesorías sobre violencia de género, 
enfoque de género y discapacidad, dirigidas a más de 1200 funcionarios/
as y autoridades locales y regionales de la ruta de atención a las víctimas 
de violencia de género y a las personas discapacidad. Participación de 
personal de Lima, Ayacucho, Puno, Ancash, Cajamarca, Trujillo, Arequipa, 
Cuzco, Piura, Tumbes y Loreto.

Realización de capacitaciones sobre enfoque de género, violencia de género 
y discapacidad dirigidas a 90 mujeres y hombres líderes de entidades de 
personas con discapacidad y de entidades de derechos humanos.  

Realización de capacitaciones y asesorías sobre derechos humanos, 
enfoque de género, violencia de género y discapacidad, Agenda 2030, 
participación ciudadana y comunicación, en las que participaron más de 
250 lideresas con discapacidad empoderándose como voceras y agentes de 
cambio, Procedieron de Lima, Ayacucho, Puno, Ancash, Cajamarca, Trujillo, 
Arequipa, Cuzco, Piura, Tumbes y Loreto.
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Asimismo, FCPED junto con COCEMFE, realizan arduas y constantes labores para 
el empoderamiento de mujeres con discapacidad a fin de que sean agentes de 
cambio para la consecución de una sociedad verdaderamente inclusiva. 

Elaboración de material audiovisual que recoge testimonios de mujeres con 
discapacidad y videos sobre derechos sexuales y reproductivos, derechos 
laborales y violencia hacia la mujer con discapacidad.

Realización de dos diplomados virtuales sobre violencia de género, enfoque 
de género y discapacidad, dirigido a más de 400 autoridades y funcionarios/
as de entidades locales y regionales de la ruta de atención a las mujeres 
víctimas de violencia y a las personas con discapacidad.

Realización de “Jornadas municipales sobre violencia de género y 
discapacidad en el marco del Objetivo de Desarrollo Sostenible N.º 5 de 
la Agenda 2030 para el desarrollo sostenible” con la participación de 70 
representantes de entidades claves (algunas ONG, entidades públicas, 
agencias de cooperación, entre otras).
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UNIDAD 9:
Formulación de la normatividad 
local para incorporar el enfoque de 
discapacidad en la prevención de la 
violencia de género

El gobierno regional y local debe generar el marco normativo para la prevención, 
atención y erradicación de la violencia de género. A continuación, se muestran las 
obligaciones legales de creación de ordenanzas en este sentido:

Base Legal El gobierno regional, provincial o distrital debe aprobar: 

Ley N.º 30314, 
Ley para 
prevenir y 
sancionar el 
acoso sexual 
en espacios 
públicos

Ordenanza regional/provincial/distrital para prevenir y sancionar 
el acoso sexual en espacios públicos

Artículo 2 y 6 
del Decreto 
Supremo N.º 
005-2017-
MIMP

Ordenanza que crea una comisión, comité o grupo de trabajo 
para la igualdad de género (para los gobiernos locales es una 
recomendación), que: elabore un plan de actividades para reducir 
las brechas, proponga estrategias para generar una cultura 
organizacional con igualdad, monitoree la implementación 
de las políticas nacionales en materia de igualdad de género y 
emita informes sobre los avances y resultados de las acciones 
para la igualdad de género que le competen a la entidad.

Artículo 105 
y 106 del 
Reglamento 
de la Ley N.º 
30364

Crear la Instancia Regional de Concertación, la cual tiene como 
funciones: proponer en los instrumentos de gestión metas, 
indicadores, y acciones que respondan a la problemática 
de la violencia contra las mujeres e integrantes del grupo 
familiar; promover la adopción de políticas, planes, programas, 
acciones y presupuestos específicos para la prevención, 
atención, protección y recuperación de las víctimas; y sanción y 
rehabilitación de las personas agresoras; desarrollar campañas 
de sensibilización en coordinación con la Comisión Multisectorial 
de Alto Nivel promoviendo la participación de los medios de 
comunicación, y crear el Observatorio de Violencia contra las 
Mujeres e Integrantes del Grupo Familiar en el ámbito de su 
región en concordancia con los lineamientos elaborados para 
el Observatorio Nacional de la Violencia contra las Mujeres e 
Integrantes del Grupo Familiar .

23Para conocer más de las instancias regionales, provinciales y distritales de forma dinámica, se recomienda revisar 
MIMP (s.f.) Instancias de Concertación Regional / Provincial / Distrital. Disponible en: https://observatorioviolencia.pe/
wp-content/uploads/2020/05/FOLLETO-Instancias-de-Concertaci%C3%B3n.pdf
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Artículo 107 
y 108 del 
Reglamento 
de la Ley N.º 
30364.

Disponer la creación de la Instancia Provincial de Concertación 
encargada de proponer en los instrumentos de gestión metas, 
indicadores, y acciones que respondan a la problemática de la 
violencia contra las mujeres e integrantes del grupo familiar; 
promover la adopción de políticas, planes, programas, acciones 
y presupuestos específicos para la prevención y rehabilitación de 
las personas agresoras; desarrollar campañas de sensibilización 
provincial, sobre la violencia contra las mujeres e integrantes 
del grupo familiar y las causas que la generan en coordinación 
con la Comisión Multisectorial de Alto Nivel, promoviendo la 
participación de los medios de comunicación.

Artículo 109 
y 110 del 
Reglamento 
de la Ley N.º 
30364

Disponer la creación de la instancia distrital de concertación 
responsables de: proponer en los instrumentos de gestión 
metas, indicadores, y acciones que respondan a la problemática 
de la violencia contra las mujeres e integrantes del grupo 
familiar; promover la adopción de políticas, planes, programas, 
acciones y presupuestos específicos para la prevención, 
atención, protección y recuperación de las víctimas; y sanción y 
rehabilitación de las personas agresoras, dando cumplimiento a 
la Ley; promover el fortalecimiento de las instancias comunales 
para las acciones distritales frente a la violencia contra las 
mujeres e integrantes del grupo familiar.
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UNIDAD 10:
Redes de coordinación

Los gobiernos regionales y locales, a fin de incorporar el enfoque de discapacidad, 
pueden solicitar asistencia técnica al Consejo Nacional para la Integración de la 
Persona con Discapacidad (CONADIS). Este es el órgano especializado en materia 
de discapacidad adscrito al Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables.

Entre las funciones de este órgano se encuentran:

•	 “Promover y proponer que, en la formulación, el planeamiento y la 
ejecución de las políticas y los programas de todos los sectores y niveles 
de gobierno, se tomen en cuenta, de manera expresa, las necesidades e 
intereses de la persona con discapacidad.

•	 Difundir información sobre cuestiones relacionadas a la discapacidad, 
incluida información actualizada acerca de los programas y servicios 
disponibles para la persona con discapacidad y su familia, y de las 
organizaciones de personas con discapacidad.

•	 Prestar apoyo técnico sobre cuestiones relativas a la discapacidad a las 
entidades u organismos de todos los sectores y niveles de gobierno” (Ley 
General de la Persona con Discapacidad).

Por ello, resulta indispensable que los gobiernos regionales y locales articulen con 
CONADIS a fin de contar con asistencia técnica para la incorporación del enfoque 
de discapacidad. 
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REPASEMOS
LO APRENDIDO 

1.	 La violencia de género es un problema que se funda en la discriminación 
estructural hacia las mujeres en su diversidad, enraizada por patrones 
socioculturales machistas que dicen erróneamente a la sociedad qué es lo que 
debe hacer un hombre o una mujer.

2.	 Las mujeres no son un grupo homogéneo, por lo que debe entenderse que 
existirán factores múltiples que confluyen en la discriminación hacia una sola 
persona. Así, el grupo de mujeres con discapacidad es afectada de forma 
diferenciada frente a la violencia de género. 

3.	 Los estereotipos basados en género y discapacidad deben ser identificados 
por las y los funcionarios, con la finalidad de eliminarlos y no perpetuar la 
discriminación (ver página 13).

4.	 La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad busca 
asegurar el goce pleno de los derechos de las personas con discapacidad en 
igualdad de condiciones que las demás. El Perú está obligado a cumplirla.

5.	 La incorporación del enfoque de discapacidad en las diversas acciones realizadas 
por los gobiernos regionales y locales debe: (i) reconocer la capacidad jurídica 
de las personas con discapacidad, (ii) erradicar los estereotipos existentes de 
género y discapacidad, (iii) realizar medidas de accesibilidad a los bienes y 
servicios y (iv) en caso lo requiera el caso concreto, realizar los ajustes razonables 
correspondientes para que la persona con discapacidad goce del bien o servicio 
en igualdad.

6.	 Los gobiernos locales y regionales tienen la facultad otorgada por ley de diseñar y 
crear servicios en materia de prevención de violencia de género y reinserción de 
agresores. Algunas ideas de servicios de prevención y reinserción de agresores 
(ver Unidad 8) son:

•	 Implementación de Centros de Atención Institucional regionales que 
incluyan los cuatro ejes de incorporación del enfoque de discapacidad, 
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de manera que no excluyan a las personas agresoras con discapacidad 
del servicio.

•	 Implementación de los Hogares Refugio Temporal regionales que 
incluyan los cuatro ejes de incorporación del enfoque de discapacidad 
y posean un área de salud sólida que pueda garantizar la adecuada 
incorporación de las mujeres víctimas de violencia al proceso de estar en 
un hogar de refugio temporal.

•	 Implementación de actividades de concientización sobre la erradicación 
de estereotipos de género y estereotipos capacitistas dirigidos a la 
población en general, lo que incluye trabajar con las familias y las personas 
con discapacidad, en formatos accesibles, con ajustes razonables 
reconociendo la capacidad jurídica de las personas con discapacidad y 
erradicando estereotipos.

•	 Capacitación permanente al personal de la municipalidad regional y 
local sobre género y discapacidad.

•	 Diseñar infraestructuras que eliminen las barreras sociales, es decir, 
accesibles considerando los diversos tipos de discapacidad (ejemplos: 
rampas, con ascensor, con baños adaptados para personas con 
discapacidad, lenguaje sencillo, lenguaje de señas, braille, entre otros)

7.	 Los gobiernos regionales y locales deben hacer un diagnóstico de la situación 
de las personas con discapacidad de forma diferenciada por género con la 
finalidad de identificar las características de la población beneficiaria de las 
políticas, planes, programas a diseñar.

8.	 La participación de las personas con discapacidad en el diseño, implementación, 
recursos humanos y evaluación del programa o acción realizada para prevenir 
la violencia de género hacia las personas con discapacidad debe ser constante
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